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RELACIONADA CON EL AMPARO DIRECTO 40/2016.

RECURRENTE: DIRECTOR GENERAL ADJUNTO DE PROCESOS CONTENCIOSOS DE LA UNIDAD DE ASUNTOS JURÍDICOS DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, EN REPRESENTACIÓN DEL TITULAR DE DICHA SECRETARÍA Y OTRA.
PONENTE: MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I. 

SECRETARIO: EDUARDO ROMERO TAGLE.
Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión de diecinueve de abril de dos mil diecisiete.
Vo. Bo.

Señor Ministro: 

VISTOS, para resolver los autos de la revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 3/2016, y; 

RESULTANDO:

Cotejó:

PRIMERO. Hechos que dieron origen al presente asunto. De las constancias que integran el expediente, se advierte que los hechos relevantes para la resolución del asunto son los siguientes:

a) Relato del vuelo. El cuatro de noviembre de dos mil ocho, a las dieciocho horas con cuatro minutos, despegó de la ciudad de San Luis Potosí, con rumbo a la ahora Ciudad de México, una aeronave marca Bombardier, modelo Learjet 45, matrícula **********, propiedad de la Secretaría de Gobernación
.

La tripulación del vuelo se integraba por tres personas: ********** (Capitán), ********** (Primer Oficial) y ********** (Sobrecargo). Adicionalmente, había seis pasajeros: ********** (Secretario de Gobernación), ********** (ex Subprocurador de la Procuraduría General de la República), ********** (Coordinador de Eventos y Administrador de la Secretaría de Gobernación), ********** (Directora de Información de la Secretaría de Gobernación), ********** (Jefe de Ayudantes del Secretario de Gobernación) y ********** (Director General de Comunicación Social de la Secretaría de Gobernación).

Cuando la aeronave se aproximaba a la Ciudad de México, la coordinación del vuelo fue cedida al Controlador de Llegadas, pues la aeronave se encontraba detrás de un Boeing 767-300 procedente de Buenos Aires, Argentina, y a su vez era seguido por una aeronave Fokker 100.

El protocolo indicaba que las aeronaves que llegaran por el norte debían volar con dirección hacia la Base Aérea Militar Santa Lucía y posteriormente virar al “Vor Mateo” (localizado en Tlalnepantla, Estado de México). Tales maniobras permiten que las aeronaves se incorporen al flujo de llegadas del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México.

A las dieciocho horas con treinta y ocho minutos y cuarenta y ocho segundos, el controlador indicó al Learjet 45 que disminuyera su velocidad a doscientos nudos, para así ajustar la distancia con el Boeing 767-300. Sin embargo, a las dieciocho horas con cuarenta minutos y siete segundos, se le solicitó que incrementara su velocidad a doscientos veinte nudos. 

A su vez, a las dieciocho horas con cuarenta y un minutos y seis segundos, se solicitó al Boeing 767-300 que redujera la velocidad a ciento sesenta nudos, para evitar que se acercara demasiado a una aeronave que iba adelante.

A las dieciocho horas con cuarenta y cuatro minutos y ocho segundos, el controlador instruyó al Boeing 767-300 para que redujera su velocidad a la mínima de aproximación para el descenso. En ese momento, el Learjet 45 se encontraba a una distancia de cinco punto siete millas náuticas, y volaba a una velocidad de doscientos sesenta y dos nudos, mientras que el Boeing 767-300 lo hacía a una velocidad de ciento ochenta y tres nudos.

En consecuencia, a las dieciocho horas con cuarenta y cuatro minutos y catorce segundos, se instruyó al Learjet 45 para que redujera su velocidad a ciento ochenta nudos; sin embargo, el sistema indica que la desaceleración significativa de velocidad ocurrió setenta y cinco segundos después de la instrucción.

Esto es, la reducción de la velocidad se llevó a cabo con una demora, pues la última maniobra que se le instruyó debió durar cincuenta y nueve segundos cuando en realidad tardó setenta y cinco segundos, lo cual incrementó la distancia recorrida por el avión en la realización de la maniobra.

La anterior circunstancia generó que el Learjet 45 se colocara por debajo de la trayectoria del Boeing 767-300, lo que contribuyó junto a la estabilidad atmosférica, la diferencia de velocidades entre las aeronaves y la distancia entre las mismas –en ese momento de tres punto ocho millas náuticas–, a que el Learjet 45 se encontrara con la turbulencia de estela producida por la otra aeronave, sin que el controlador de tránsito aéreo hubiese emitido alguna medida preventiva o correctiva.

b) Impacto de la aeronave y su relación con el ahora quejoso. El impacto de la aeronave ocurrió en la intersección de las calles Monte Pelvoux y Ferrocarril de Cuernavaca
.

La aeronave se impactó inicialmente con el terreno –en un ángulo estimado de cuarenta y cinco grados–. La punta del ala derecha golpeó un automóvil estacionado y se desprendió del ala, mientras que el ala izquierda golpeó un árbol que se encontraba en el otro lado de la calle.

Así, la aeronave se desplazó contra un poste de luz, vehículos estacionados y en movimiento, así como contra un puesto ambulante con estructura metálica, para luego colisionar contra un edificio denominado “Centro Empresarial Lomas”, después de lo cual explotó y se fragmentó en un sinnúmero de partes –los restos se dispersaron en un patrón de hasta cien metros de longitud a partir del punto de impacto inicial–. Un fuego posterior al impacto finalmente consumió la mayoría de la nave.

Los tres tripulantes de la aeronave, así como los seis pasajeros sufrieron lesiones fatales con motivo del accidente.

Ahora bien, cabe señalar que el señor Paul Henri Giménez se encontraba circulando en su automóvil en la zona de Lomas de Chapultepec, justo en el momento en que la aeronave de la Secretaría de Gobernación sufrió el impacto
.

Su vehículo se vio inmerso en el fuego provocado por el accidente. Sin embargo, el señor Henri Giménez logró salir del vehículo, habiendo sufrido quemaduras y lesiones de suma gravedad.

c) Consecuencias del accidente en el ahora quejoso. Con motivo del accidente, a las veintiún horas con quince minutos, el señor Henri Giménez ingresó al servicio de urgencias del Hospital General “Dr. Manuel Gea González”, destacando los siguientes datos
:

- El paciente contaba con una quemadura directa por fuego en el sesenta y cinco por ciento de su superficie corporal –quemaduras de segundo y tercer grado–.

- Contaba con probable trauma cerrado de tórax y abdomen, secundario a onda de expansión.

- El paciente ingresó a la sala de reanimación, en la que recibió resucitación con fluidos intravenosos, y su vía aérea fue intubada, recibiendo apoyo ventilatorio mecánico.

- Se encontraron lesiones por quemaduras en la vía aérea, el tórax anterior, posterior, extremidades superiores e inferiores, y fue remitido a terapia intensiva.

Cabe agregar que las secuelas con que actualmente cuenta el señor Henri Giménez con motivo del accidente, son las siguientes:

- Cicatrices por quemaduras de segundo y tercer grado en el rostro, así como pérdida de cabello.

- Cicatrices de gran tamaño en tórax y abdomen, así como injertos de piel en diversas partes de tales regiones corporales.

- Amputaciones de falanges en los dedos segundo a quinto de ambas manos.

- Contractura por cicatriz en el primer dedo de la mano derecha, así como en los dedos segundo a quinto de la mano izquierda.

- Muerte de músculos voluntarios de la pierna derecha.

- Lesiones cutáneas en la pierna izquierda, así como en las extremidades inferiores.

Aunado a ello, el señor Henri Giménez cuenta con limitaciones en el movimiento de sus manos y pies, así como de la pierna derecha, problemas de incontinencia urinaria y fecal, y desviación de la columna vertebral hacia la izquierda, aunado a problemas de autoestima y otras problemáticas emocionales relacionadas
.

d) Emisión del reporte. El dos de noviembre de dos mil nueve, se aprobó el reporte final de la Comisión Investigadora y Dictaminadora de accidentes aéreos
, en relación a lo acontecido un año antes con la aeronave de la Secretaría de Gobernación
.

Con motivo de tal informe, la Comisión estableció los siguientes hallazgos respecto del accidente:

- La aeronave estaba certificada, equipada y fue despachada y operada de acuerdo a los procedimientos correspondientes.

- El mantenimiento fue aplicado de acuerdo a lo establecido por el fabricante y las autoridades.

- No hay evidencia de falla mecánica en la aeronave o sus componentes.

- No hay elementos para sospechar que había fuego en el avión o que se fragmentó antes del impacto.

- No existía condición meteorológica adversa.

- La tripulación y los controladores aéreos tenían certificados de aptitud vigentes.

- No hay rastros de intoxicación por drogas o alcohol en la tripulación.

- Las licencias de la tripulación y los controladores de tránsito aéreo estaban vigentes.

- Se encontraron deficiencias e irregularidades en el proceso de obtención de los certificados de capacidad de ambos pilotos.

- Se observaron omisiones en la aplicación de algunos procedimientos y estándares del controlador de tránsito aéreo.

- La aeronave estuvo en una posición muy vulnerable respeto a la turbulencia de la aeronave pesada precedente.

A partir de ello se indicó que la causa probable del accidente fue la “pérdida de control a baja altura y posterior impacto de la aeronave con el terreno, por encuentro con la turbulencia de estela precedida por la aeronave que le precedía”.

Tal causa probable, a consideración de la Comisión dictaminadora, se debió a seis factores contribuyentes:

1. Falta de capacitación adecuada de la tripulación de la aeronave.

2. Demora de la tripulación de vuelo en la reducción de la velocidad.

3. Falta de control de tránsito aéreo en emitir una medida correctiva al acercamiento excesivo de las aeronaves.

4. Probable fatiga acumulada en el controlador de tránsito aéreo.

5. Otorgamiento de capacidades de vuelo, con problemas administrativos y probable corrupción.

6. Insuficiente supervisión del operador de la aeronave al prestador de servicio de mantenimiento y operación.


SEGUNDO. Reclamación de indemnización y resoluciones administrativas. Mediante escritos presentados el tres de noviembre de dos mil diez, Paul Henri Giménez interpuso reclamación de indemnización por daños causados por el Estado
, en contra de las siguientes autoridades:

- Secretaría de Gobernación.

- Secretaría de Comunicaciones y Transportes; Servicio a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano; Dirección General de Aeronáutica Civil; y Controladores de tráfico aéreo responsables.

De tales autoridades solicitó una indemnización por: (i) daños personales; (ii) daño moral; (iii) gastos médicos pasados, presentes y futuros; y (iv) perjuicios, lucro cesante y daño al proyecto de vida con base en su esperanza y expectativa de vida.

A partir de la interposición de tales reclamaciones por responsabilidad patrimonial del Estado, ocurrieron los siguientes acontecimientos:

a) Finiquito de la Secretaría de Gobernación. El veinticuatro de noviembre de dos mil diez
, Daniel Alejandro Díaz Álvarez, apoderado para pleitos y cobranzas del señor Henri Giménez, aceptó por parte de Axa Seguros, sociedad anónima de capital variable –en su calidad de aseguradora de la Secretaría de Gobernación–, un finiquito por $********** M.N. (********** pesos 00/100 moneda nacional), por concepto de incapacidad total permanente, gastos médicos incurridos y erogados, gastos médicos futuros y daño moral.

b) Resolución de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. El veintiocho de enero de dos mil once, el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes determinó que era improcedente la pretensión del reclamante
.

Ello en virtud de que no existió actividad administrativa irregular por parte de las unidades y servidores de dicha dependencia, pues los hechos fueron consecuencia de un accidente, aunado a que el finiquito otorgado por la Secretaría de Gobernación cubrió y reparó en su totalidad los daños causados como consecuencia del accidente.


c) Resolución de la Secretaría de Gobernación. Finalmente, el treinta y uno de enero de dos mil once, el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Gobernación emitió el oficio **********, mediante el cual determinó que era improcedente la reclamación de indemnización formulada por el señor Henri Giménez
.


Lo anterior, toda vez que el señor Henri Giménez había recibido una indemnización por parte de dicha dependencia, acto en el que su apoderado para pleitos y cobranzas señaló que no se reservaba ningún tipo de acción ni derecho en su contra, al haberse dado por satisfecho en el pago de los conceptos consignados en el finiquito. Aunado a que es improcedente el reclamo en cuestión en los términos planteados, pues la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado no incluye los conceptos de “lucro cesante” y “daño al proyecto de vida”.

TERCERO. Demanda de nulidad. A efecto de combatir las anteriores resoluciones administrativas, el señor Henri Giménez promovió juicio de nulidad, mediante escrito presentado el veintitrés de marzo de dos mil once
.

Mediante tal escrito, el señor Henri Giménez hizo valer, medularmente, los siguientes conceptos de impugnación:
- Primer concepto de impugnación. Si bien la Secretaría de Gobernación le dio un pago, lo cierto es que el mismo no incluía los gastos de la aseguradora con la que tenía contratada una póliza el reclamante, así como los gastos médicos futuros, los conceptos no cubiertos en la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, y los gastos y costas para recuperar los anteriores conceptos.

Esto es, en ningún momento se otorgó un finiquito final como afirma la Secretaría de Gobernación, por lo que no existe una indemnización total y completa a su favor, toda vez que el monto otorgado no alcanzará para cubrir los gastos médicos futuros en que incurrirá, al ser obligación del Estado cubrir cualquier cantidad sobre la ya cubierta.

- Segundo concepto de impugnación. Los montos ya otorgados por la Secretaría de Gobernación no cubren en su totalidad la indemnización que corresponde en términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, aunado a que las autoridades se abstuvieron de aplicar debidamente los preceptos y criterios adecuados para calcular el daño moral, pues al tratarse de un accidente aéreo le resultaba aplicable el artículo 1916 del Código Civil Federal, debiendo atender a los derechos lesionados, el grado de responsabilidad, la situación económica del responsable y la de la víctima, así como el resto de circunstancias del caso.

El actor añadió que los límites por concepto de daño moral que establece la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado son inconstitucionales, pues el monto de indemnización debe ser estimado en términos objetivos, reales y razonables.

- Tercer concepto de impugnación. El Constituyente Permanente quiso que los gobernados contaran con la garantía de integridad patrimonial, por lo que corresponde a la autoridad indemnizar por los daños y perjuicios causados, en tanto los particulares no tienen la obligación jurídica de soportar los daños y perjuicios que sufran por la actividad administrativa del Estado, pues lo irregular en materia de responsabilidad objetiva es la producción del daño en sí mismo.

En otras palabras, cuando se cause un daño y no pueda restablecerse la situación anterior, se deberán pagar daños y perjuicios, incluyendo la privación de cualquier ganancia lícita que debiera haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación, en tanto la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la reparación integral incluye el proyecto de vida afectado por el actuar de la autoridad.

En el caso concreto, el nacimiento de la responsabilidad surgía con sólo establecer la existencia del daño y su causa, siendo responsabilidad del concesionario, permisionario, propietario o poseedor de la aeronave cubrir las indemnizaciones por los daños causados.

- Cuarto concepto de impugnación. Existe responsabilidad extracontractual objetiva y directa de la Secretaría de Gobernación como propietaria de la aeronave que causó daños y perjuicios al actor, en términos del artículo 1913 del Código Civil Federal, así como de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, de la Dirección General de Aeronáutica Civil, de los Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, y de los controladores de tráfico aéreo, de conformidad con el reporte que fue emitido durante la investigación del accidente en cuestión.

CUARTO. Trámite y resolución del juicio de nulidad. La demanda en cuestión fue turnada a la Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, misma que por auto de nueve de mayo de dos mil once
 admitió la demanda y en auto de diez de mayo siguiente
 solicitó que la Sala Superior de dicho tribunal ejerciera su facultad de atracción.

El veinte de mayo de dos mil once, la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa determinó ejercer su facultad de atracción
, y el veintiséis de junio de dos mil trece se declaró cerrada la instrucción del juicio
.

Seguidos los trámites correspondientes, el veintisiete de enero de dos mil dieciséis
, la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa dictó sentencia mediante la cual se reconoció la legalidad y validez de la resolución emitida por la Secretaría de Gobernación, y se declaró la nulidad de la resolución dictada por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en virtud de las siguientes consideraciones torales:

- La Secretaría de Gobernación se encuentra facultada para adquirir bienes muebles e inmuebles para desarrollar las actividades que tiene encomendadas, de lo que se advierte que está plenamente facultada para adquirir la aeronave en cuestión, aunado a que cumplió con la obligación de contratar los servicios de aseguramiento.

- Por tanto, la propiedad y uso de la aeronave no pueden ser considerados como una actividad administrativa irregular por parte de la Secretaría de Gobernación, pues entre los factores que contribuyeron al accidente, se encuentra el hecho de que la Dirección General de Aeronáutica omitió supervisar el debido funcionamiento de algunas escuelas de adiestramiento para el personal técnico aeronáutico, confirmando así la resolución de dicha autoridad.

- Respecto de la Dirección General de Aeronáutica Civil y Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, los mismos se encargaban de supervisar las cuestiones relacionadas con la navegación aérea en nuestro país, por lo que en el presente caso omitieron cumplir con sus obligaciones, al haber dejado de realizar sus actos de cuidado y supervisión, por lo que se actualizó una actividad administrativa irregular.

- En el presente caso, si bien se está en presencia de un accidente aéreo, no puede estimarse que se está en presencia de un caso fortuito, pues el percance tuvo como factores contribuyentes determinados aspectos atribuibles a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, sin que éstos encuadren en el concepto de debida diligencia, en especial si se toma en consideración que el nexo causal entre los acontecimientos y el daño sufrido se encuentra plenamente acreditado, al haberse demostrado las secuelas físicas, cosméticas y estéticas que ha sufrido con motivo del accidente.

- En consecuencia, es procedente la indemnización reclamada como reparación con motivo de la actividad administrativa irregular, pues el demandante no tenía la obligación jurídica de soportar las consecuencias del accidente.

- Por lo que respecta al finiquito entregado por la Secretaría de Gobernación, su existencia no significa que con el pago efectuado se haya cubierto al demandante la indemnización a que tiene derecho, pues en el propio documento se establecieron los conceptos que quedaron excluidos del pago recibido, entre los que destacan el lucro cesante, además de haberse señalado que en caso de que los montos resultasen insuficientes, el Estado continuaría obligado a resarcir la diferencia correspondiente.

- Una vez establecido lo anterior, por lo que hace a los daños personales, se indicó que no existía adeudo alguno, pues la cantidad ya había sido cubierta por el finiquito de la Secretaría de Gobernación.

- En relación al daño moral, la Sala responsable atendió al artículo 14, fracción II, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, por lo que se indicó que la cantidad ya había sido cubierta en el finiquito a que se ha hecho alusión.

- En relación a los gastos médicos pasados, presentes y futuros, se indicó que con motivo del percance, el actor incurrió en gastos médicos equivalentes a $********** M.N. (********** pesos **/100 moneda nacional), los cuales fueron cubiertos en su totalidad a través del finiquito de la Secretaría de Gobernación. Sin embargo, se estableció la obligación de cubrir una cantidad por gastos médicos futuros, por la cantidad de $********** M.N. (********** pesos **/100 moneda nacional).

- En relación con el lucro cesante y el proyecto de vida, se consideró que la ley de la materia reconoce tales conceptos al contemplar la figura de la reparación integral del daño, tal y como se advierte de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en especial si se atiende a que en el presente caso, el actor quedó imposibilitado para desarrollar cualquier actividad laboral.

- Así, a partir de los elementos de prueba que fueron exhibidos durante la sustanciación del juicio de nulidad, se arribó a la conclusión de que hasta ese momento se había generado por concepto de lucro cesante una cantidad de $********** M.N. (********** pesos **/100 moneda nacional), mientras que por el lucro cesante relativo a la esperanza o expectativa de vida, se otorgó una cantidad de $********** M.N. (********** pesos **/100 moneda nacional).

QUINTO. Demanda de amparo directo. En contra de tal determinación, mediante escrito de quince de abril de dos mil dieciséis, el señor Henri Giménez, a través de su apoderado Daniel Alejandro Díaz Álvarez, promovió juicio de amparo directo
.
Tal demanda de amparo directo fue turnada al Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuya Magistrada Presidenta, mediante auto de veintisiete de abril de dos mil dieciséis, admitió a trámite la demanda en cuestión
.

SEXTO. Recurso de revisión fiscal. De igual manera, a efecto de combatir la resolución de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a través del Director General Adjunto de Procesos Contenciosos de la Unidad de Asuntos Jurídicos, interpuso recurso de revisión
, en el que medularmente se hicieron valer los siguientes agravios:
- Primer agravio. La Sala responsable desestimó de manera indebida la causal de improcedencia que se hizo valer, en el sentido de que era incompetente para conocer del asunto, pues dicha Secretaría resolvió que no existía actividad administrativa irregular, pero el juicio de nulidad es procedente solamente en contra de las resoluciones administrativas definitivas en las que se niegue la indemnización o, por su monto, no satisfagan al reclamante, y las que impongan la obligación de resarcir los daños y perjuicios con motivo de la reclamación regulada en la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
Esto es, el oficio emitido por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes no tiene el carácter de definitivo, en tanto no resolvió sobre la situación de fondo que es materia de la reclamación, pues se reitera, solamente se indicó que no existió actividad administrativa irregular, por lo cual no se desahogó procedimiento de algún tipo para la emisión de una resolución definitiva.

La actividad administrativa irregular se identifica con la actuación estatal desplegada sin satisfacer la normatividad propia para la realización del acto en concreto, por lo que no puede considerarse que se dicta una resolución de fondo si no se tramitó un procedimiento administrativo siguiendo las formalidades necesarias para su emisión.
- Segundo agravio. La Sala responsable incurrió en una violación procesal que trascendió al resultado del fallo, pues la prueba pericial médica no se desahogó conforme a lo previsto en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.
En efecto, la Sala responsable afirmó que dicha Secretaría no designó perito en materia de medicina; sin embargo, dicho órgano jurisdiccional en ningún momento le requirió expresamente para que designara algún perito en la materia. Por tanto, al no otorgarse el derecho o requerirle expresamente para que designara un perito en la materia, se violentó su derecho de defensa adecuada.
- Tercer agravio. La sentencia recurrida atentó contra el principio de congruencia al modificar la litis que fue planteada, pues la Sala responsable determinó que debía analizar si existía actividad administrativa irregular, cuando en realidad debió estudiar las resoluciones impugnadas.
Esto es, se partió de una premisa equivocada, lo cual constituye una violación evidente que implica la revocación de la resolución impugnada, debiendo emitirse una en la que se analice la legalidad de tales resoluciones.

- Cuarto agravio. Por otra parte, la Sala responsable aplicó indebidamente el artículo 1º de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, al haber determinado que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes incurrió en actividad administrativa irregular, ello a partir de los resultados del reporte/informe que rindió la Comisión Investigadora y Dictaminadora de Accidentes Aéreos, de dos de noviembre de dos mil nueve.
En efecto, la Sala responsable pasó por alto que la finalidad de tal documento era determinar la “causa probable” y los “factores contribuyentes”; esto es, se trata de un beneficio para la aeronáutica y no de un documento de imputabilidad, por lo que no se le podían dar ese tipo de consecuencias jurídicas, en términos del Anexo 13 del Convenio Internacional de Chicago, al no tratarse de un documento determinante para la atribución de responsabilidad jurídica.

El documento en cuestión carece, por sí solo, de cualquier utilidad o alcance probatorio, por lo que no resulta idóneo para acreditar la actividad administrativa irregular, razón por la que se requería el estudio de todo el material probatorio, así como de los demás elementos que le restan eficacia probatoria al documento. En otras palabras, la Sala responsable no razonó por qué le dio ese carácter de prueba idónea, ni verificó si las presunciones referidas en él eran aceptables, mismas que no demuestran de forma plena la supuesta actividad administrativa irregular.
De igual forma, la Sala responsable dejó de considerar la participación de terceros, como la tripulación de la aeronave, por lo que se debieron analizar los aspectos que integraban la cadena de sucesos.

En términos de la Ley de Vías Generales de Comunicación, corresponde a la Dirección General de Aeronáutica Civil regular que todas las aeronaves que operen en el territorio nacional cuenten con una póliza de seguro vigente, lo cual se cumplía en el caso concreto, lo cual no fue valorado por la Sala responsable, razón por la que simplemente se trataba de una presunción abstracta.

- Quinto agravio. Adicionalmente, la Sala responsable aplicó indebidamente los artículos 3º, fracción II, inciso a), 8º, fracción X, y 14, fracción VI, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al considerar indebidamente que la Dirección de Aeronáutica Civil y Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, incurrieron en actuación administrativa irregular, sin haberlas emplazado a juicio.
Lo anterior les impidió que expresaran las consideraciones que estimaran convenientes en relación a cada uno de los hechos que se les imputó, en especial si se toma en consideración que el juicio contencioso administrativo se rige bajo el principio de estricto derecho y no opera la suplencia de la queja.

- Sexto agravio. Si bien no basta con acreditar la existencia de un daño y la actuación irregular de alguna autoridad para considerar que hay responsabilidad patrimonial del Estado, lo cierto es que se requiere la existencia de una relación de causa-efecto.

Así, la Sala responsable pasó por alto que el propio informe/reporte señala que consiste en una investigación para determinar la causa probable del accidente y su objetivo no era culpar a alguien o imponer responsabilidad jurídica.

- Séptimo agravio. La Sala responsable partió de una premisa falsa, pues al determinar que existió una actividad administrativa irregular, declaró la nulidad del oficio dictado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, sin previo análisis pormenorizado de la resolución administrativa.

Adicionalmente, de manera incongruente se afirma que la Secretaría de Gobernación no incurrió en actividad administrativa irregular, pero sí analizó el finiquito que celebró con esa dependencia el reclamante, pues mediante dicho finiquito se reconoce tácitamente que existió por parte de dicha dependencia una actividad administrativa irregular. En consecuencia, no se podía determinar que el finiquito no cubrió todos los conceptos reclamados y pretender que se realice un doble pago.
- Octavo agravio. Finalmente, la Sala responsable realizó una indebida cuantificación del monto de la indemnización, mismo que se debe realizar conforme a lo formulado por el reclamante ante dichas dependencias, y no con base en lo que regula la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

Así, al llevar a cabo el análisis de los gastos médicos pasados, se determina que ya le fueron cubiertos por la Secretaría de Gobernación, mientras que respecto de los gastos médicos futuros, se determina que existe un remanente, lo cual carece de sustento legal, toda vez que la cantidad se determina con base en el dictamen pericial en materia de economía que rindió el perito tercero, mismo que carece de valor probatorio pues a su vez se basa en el dictamen de la parte actora, por lo que adolece de los principios elementales de la lógica.

En el mismo sentido, la ley de la materia no incluye los conceptos “lucro cesante” y “daño al proyecto de vida”, por lo que sería improcedente cualquier pago de los mismos, sin que sea suficiente para ello la aplicación del principio pro persona.

Tal asunto fue turnado al Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuya Magistrada Presidenta, mediante auto de veintisiete de abril de dos mil dieciséis, admitió a trámite el recurso
.

Posteriormente, mediante escrito de veintisiete de mayo de dos mil dieciséis, el Director General de lo Contencioso de la Unidad General de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Gobernación, interpuso recurso de revisión adhesivo
, mismo que se admitió mediante auto de treinta y uno de mayo de dos mil dieciséis
.

SÉPTIMO. Facultad de atracción. Mediante resolución de treinta y uno de agosto de dos mil dieciséis
, esta Segunda Sala resolvió la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción **********, a través de la cual se determinó lo siguiente:

- Ejercer la facultad de atracción para conocer del juicio de amparo directo ********** del índice del Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito; y

- En consecuencia, ejercer la facultad de atracción para conocer de la revisión fiscal ********** del índice de dicho órgano jurisdiccional, al tratarse de un asunto relacionado con el citado amparo directo.

OCTAVO. Trámite ante esta Suprema Corte. Así las cosas, mediante auto de veintiséis de septiembre de dos mil dieciséis
, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó el registro del amparo directo, y lo turnó al Ministro Javier Laynez Potisek, ordenando su envío a la Sala de su adscripción.

Por acuerdo de veintisiete de octubre de dos mil dieciséis, el Presidente de esta Segunda Sala determinó que ésta se avocaba al conocimiento del asunto y, por tanto, ordenó remitir el expediente relativo al Ministro ponente para la elaboración del proyecto de resolución respectivo
.

Por su parte, mediante acuerdo de siete de noviembre de dos mil dieciséis, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó el registro de la revisión fiscal que fue atraída, y la turnó al Ministro Javier Laynez Potisek, ordenando la remisión a la Sala de su adscripción
.

Sin embargo, por dictamen de diez de noviembre de dos mil dieciséis, el Ministro Laynez Potisek estimó encontrarse impedido para conocer de los presentes asuntos
, lo cual se sometió a consideración de los integrantes de esta Segunda Sala
.

Posteriormente, por acuerdo de veintitrés de noviembre de dos mil dieciséis, el Presidente de esta Segunda Sala determinó que ésta se avocaba al conocimiento de la revisión fiscal antes indicada y, por tanto, ordenó remitir el expediente relativo al –hasta ese momento–Ministro ponente para la elaboración del proyecto de resolución respectivo
.

Sin embargo, en razón de lo discutido y votado en sesión de veintitrés de noviembre de dos mil dieciséis de esta Segunda Sala, el veinticuatro de noviembre siguiente, el Presidente de esta Segunda Sala emitió dos acuerdos por los que returnó los asuntos antes indicados a la Ponencia del Ministro Eduardo Medina Mora I., para la elaboración de los proyectos de resolución correspondientes
.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala es competente para conocer de la presente revisión fiscal de conformidad con lo dispuesto en los artículos 104, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; toda vez que se impugna la sentencia definitiva dictada en un juicio de nulidad por la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, respecto de la cual este órgano jurisdiccional determinó ejercer su facultad de atracción, sin que sea necesaria la intervención del Tribunal Pleno.
SEGUNDO. Oportunidad. El recurso de revisión fue interpuesto oportunamente, pues el acto impugnado se notificó a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes el dieciocho de marzo de dos mil dieciséis
, notificación que surtió efectos el día hábil posterior, esto es, el veintiocho de marzo de dos mil dieciséis
, por lo que el plazo de quince días a que hace referencia el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, transcurrió del veintinueve de marzo al dieciocho de abril de dos mil dieciséis
; por lo que si la presente revisión fiscal se interpuso el dieciocho de abril de dos mil dieciséis, es dable concluir que ello se hizo oportunamente. 
TERCERO. Legitimación. La revisión fiscal fue interpuesta por la autoridad administrativa encargada de la defensa jurídica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en tanto fue signada por el Director General Adjunto de Procesos Contenciosos de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, por lo que es dable concluir que el requisito de legitimación se encuentra colmado en el presente asunto
.
CUARTO. Certeza del acto impugnado. Se encuentra demostrada la existencia del acto impugnado, consistente en la resolución de veintisiete de enero de dos mil dieciséis, emitida por la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, dentro del expediente del juicio de nulidad **********; pues los autos originales fueron remitidos a este Alto Tribunal, mismos que obran agregados en el expediente del amparo directo 40/2016 del índice de esta Segunda Sala, el cual guarda relación con el presente asunto.
QUINTO. Procedencia de la revisión fiscal. Con relación a las hipótesis de procedencia del recurso de revisión fiscal que prevé el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, debe señalarse que esta Segunda Sala ha determinado que, salvo la prevista en la fracción II –caso en el cual el legislador obligó a la recurrente a razonar la importancia y trascendencia del asunto para efectos de la admisión del recurso–, deben ser analizadas oficiosamente, de conformidad con la jurisprudencia 71/2011
 de rubro: “REVISIÓN FISCAL. EL ESTUDIO OFICIOSO DE SU PROCEDENCIA DEBE HACERSE AUNQUE LA AUTORIDAD RECURRENTE NO EXPRESE ARGUMENTOS PARA UBICAR EL RECURSO EN ALGUNO DE LOS SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SALVO QUE SE TRATE DEL DE SU FRACCIÓN II”.
Luego, puede advertirse que en la especie es procedente el recurso de revisión fiscal interpuesto por la autoridad recurrente en términos de lo establecido en el artículo 63, fracción IX, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, que condiciona a que “sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado”.
Esto es así, ya que en el juicio contencioso administrativo de origen, Paul Henri Giménez demandó la nulidad de la resolución de veintiocho de enero de dos mil once, emitida por el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, mediante la que se resolvió la solicitud de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado que fue interpuesta.
Luego entonces, al derivar el presente asunto de una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, es evidente que resulta procedente.

SEXTO. Improcedencia de la revisión fiscal adhesiva. Por otra parte, esta Segunda Sala considera que la revisión fiscal adhesiva interpuesta por la Secretaría de Gobernación es improcedente, razón por la cual, debe desecharse.

En efecto, el artículo 63, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece a la letra lo siguiente:

“En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del plazo de quince días contados a partir de la fecha en la que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste”.

En el presente asunto, en efecto la Secretaría de Gobernación obtuvo una resolución favorable, en tanto la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa determinó que dicha autoridad no había incurrido en responsabilidad patrimonial del Estado, ya que no llevó a cabo una actividad administrativa irregular, pues incluso confirmó la resolución administrativa que fue impugnada a través del juicio de nulidad, razón por la que se satisface dicho requisito de procedencia para la revisión fiscal adhesiva.

Sin embargo, lo cierto es que la recurrente en este caso es la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, cuyos agravios hechos valer en el recurso se encuentran dirigidos a combatir las consideraciones a partir de las cuales, la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, consideró que tal dependencia sí incurrió en responsabilidad patrimonial del Estado ante su actuar administrativo irregular y, en consecuencia, le impuso una cantidad a pagar en favor del señor Henri Giménez.

Por tanto, aun cuando la Secretaría de Gobernación obtuvo una resolución favorable, lo cierto es que la revisión fiscal adhesiva es improcedente, en tanto no será materia de estudio en el recurso principal el análisis llevado a cabo respecto de los actos emprendidos por la Secretaría de Gobernación, sino únicamente los realizados por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, que fue la única dependencia condenada a realizar un pago con motivo de responsabilidad patrimonial del Estado.

En otras palabras, esta Segunda Sala, a partir de los agravios hechos valer por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, no analizará si la Secretaría de Gobernación incurrió en responsabilidad patrimonial del Estado, en tanto que ambas dependencias no tenían intereses contrapuestos en el juicio de nulidad, sino que se trataba de pretensiones jurídicamente paralelas: demostrar que no habían incurrido en actividad administrativa irregular.

En consecuencia, a pesar de haber obtenido una resolución favorable a sus intereses, la revisión fiscal adhesiva de la Secretaría de Gobernación es improcedente, en tanto no subyace ningún interés para su interposición, pues el estudio contenido en la presente sentencia se ceñirá únicamente al actuar de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y, en consecuencia, sin importar el sentido de dicho estudio, en esta resolución no se podrá emitir ningún pronunciamiento sobre el actuar de la Secretaría de Gobernación que a consideración del señor Henri Giménez, sí generaba responsabilidad patrimonial del Estado.

En virtud de las anteriores consideraciones, no podrían analizarse los agravios contenidos en la revisión fiscal adhesiva de la Secretaría de Gobernación, pues se encuentran encaminados a demostrar por qué fue correcta la confirmación que sobre su resolución administrativa llevó a cabo la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, por lo que se reitera que lo conducente es desechar el citado recurso de revisión adhesivo.

SÉPTIMO. Marco constitucional y jurisprudencial de referencia. Ahora bien, antes de llevar a cabo el estudio de los agravios que fueron hechos valer en presente revisión fiscal, a consideración de esta Segunda Sala es necesario realizar ciertas precisiones en torno a la responsabilidad patrimonial del Estado.

En primer término, debe indicarse que tal institución surgió por la necesidad de prever un sistema de garantía efectiva patrimonial, no solamente frente a despojos expropiatorios legítimos, sino que dicha garantía debe extenderse a aquellos daños que voluntaria e involuntariamente cause el poder público a los ciudadanos en sus quehaceres. Así, es preciso que cuando el patrimonio de las personas sufra algún quebranto por efecto directo de la acción pública, exista una indemnización
.
Tal institución se encuentra prevista en el último párrafo del artículo 109 constitucional, mismo que establece el derecho a una reparación por la actividad administrativa irregular del Estado, en los siguientes términos:

“Artículo 109. (…) 

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes”.
Mediante el establecimiento de este precepto, originalmente introducido en el segundo párrafo del artículo 113 constitucional
, el Constituyente dispuso que el Estado tiene el deber de responder por el daño que cause a través de la actividad irregular de sus órganos, de manera objetiva y directa.
En la exposición de motivos de la reforma constitucional en cuestión, la Cámara de Diputados –que fungió como cámara de origen– describió claramente los motivos de esta reforma. Conviene por ende, transcribir los párrafos de dicha exposición de motivos que resultan más relevantes para el tema en estudio:

“El Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 postula, entre sus objetivos esenciales, la consolidación de un régimen de convivencia social regido plenamente por el derecho, en el que la ley sea aplicada a todos por igual y la justicia sea la vía para la solución de los conflictos. (…)

Se ha considerado que para hablar propiamente de un Estado de Derecho, es necesario el cumplimiento de los siguientes requerimientos: 

a) La existencia de un orden jurídico estructurado, al que se encuentren sometidas las actuaciones del Estado; 

b) El reconocimiento de los derechos públicos subjetivos -o garantías individuales- de los gobernados; 

c) El establecimiento de medios idóneos para la defensa de esos derechos; y 

d) Un sistema de responsabilidad patrimonial del Estado.

A ochenta y un años de la promulgación de la Constitución Política de 1917, no hemos logrado consolidar un mecanismo que permita resolver satisfactoriamente el problema que se presenta cuando, a consecuencia de la actividad que realiza el Estado -sea ésta regular o irregular, lícita o ilícita- se ocasionan daños y perjuicios a un particular o gobernado, sin que éste tenga la obligación jurídica de soportarlos; es decir, no se ha edificado un auténtico sistema de responsabilidad patrimonial de carácter objetivo y directo, que colme tal deficiencia. (…)

La insuficiencia legislativa actual y general en materia de responsabilidad patrimonial del Estado es manifiesta, pues para estar en posibilidades de iniciar una acción de responsabilidad extracontractual contra el Estado -que es el supuesto de la responsabilidad como aquí es entendida-, es menester que previamente se logre la identificación del servidor público causante del daño reclamado, la demostración de su culpabilidad directa, así como la acreditación en juicio de la insolvencia del servidor público respectivo. Sólo agotados todos estos requisitos podría iniciarse una acción de responsabilidad subsidiaria contra el Estado, exclusivamente por hechos o actos ilícitos; en la inteligencia de que a partir de las reformas de 1994 al Código Civil del Distrito Federal, se prevé adicionalmente el supuesto de la responsabilidad solidaria del Estado, cuando ante el hecho o acto ilícito haya habido dolo. 

Cabe apuntar que dicha reforma no resuelve completamente el problema, toda vez que son posiciones hoy superadas por la doctrina más actualizada sobre tan importante y trascendente tema para el Derecho Administrativo, ya que la responsabilidad “solidaria” postula que el perjudicado pueda acudir indistintamente en contra del servidor público o del Estado para presentar su reclamo; mientras que bajo un régimen de responsabilidad “directa”, es el Estado el único responsable frente al particular para efectuar el pago de la indemnización correspondiente, sin perjuicio de que posteriormente el Estado pueda exigir en vía de regreso el pago hecho al particular lesionado, en contra del servidor público que sea declarado responsable por falta grave. 

En la actualidad, las disposiciones jurídicas que abordan aspectos relacionados con la responsabilidad patrimonial del Estado, tienen como criterio rector un enfoque de responsabilidad civil subsidiaria y solidaria -previsto en los códigos civiles-, así como un sistema de responsabilidad administrativa de los servidores públicos -previsto en las leyes de responsabilidades de los servidores públicos-, que en ciertos casos facilita el resarcimiento de los daños y perjuicios causados a un particular, mas no constituye un auténtico sistema de responsabilidad patrimonial del Estado, sino de los servidores públicos. Estos sistemas de responsabilidad no satisfacen las expectativas de una sociedad cada día más exigente y participativa, ya que la naturaleza indirecta y subjetiva de la responsabilidad del Estado como la regula el Derecho Privado, ha demostrado su incapacidad para resolver adecuadamente los problemas de indemnización a que tienen derecho los particulares cuando el Estado les infiere daños y perjuicios, a través de sus órganos representativos, es decir, los servidores públicos.

En efecto, entre las dificultades que la teoría de la culpa ha encontrado respecto de su pretendida aplicación a las acciones u omisiones ilícitas de la Administración Pública y más precisamente dicho de sus servidores públicos, son las siguientes: 

1) La imposibilidad de identificar a los autores materiales tratándose de “daños impersonales o anónimos” -casos cada vez más frecuentes en una Administración compleja y tecnificada- ha dado lugar a que dichas acciones u omisiones queden impunes; 

2) La dificultad para los particulares lesionados, de probar el actuar ilícito de los servidores públicos del Estado, es decir, su culpabilidad, así como acreditar la insolvencia de éstos, lo cual propicia que a los particulares no les quede más remedio que sufrir injustas consecuencias, en lugar de promover las acciones jurídicas correspondientes, que por otra parte son largas y difíciles, o bien ejercer presiones en vía de hecho: 

3) La teoría de la culpa no comprende la responsabilidad por la producción de daños como consecuencia del actuar lícito o normal de la Administración Pública, a diferencia de la teoría de la lesión antijurídica que funda la responsabilidad sobre el concepto de patrimonio dañado y pone el acento sobre este término de la relación, y no sobre la conducta dañosa del servidor público, como en la construcción tradicional; de tal suerte que esta nueva concepción permite imputar responsabilidad al Estado, incluso por el funcionamiento normal de la actividad administrativa, habida cuenta de que tal daño ha afectado negativamente el patrimonio del particular, y 

4) La teoría de la culpa sólo puede predicarse de personas físicas con voluntad propia y no del Estado. 

Por otra parte, el sistema de responsabilidad de los servidores públicos, a partir de las reformas de 1994 a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, no establece más que un aparente sistema de responsabilidad patrimonial del Estado en el orden jurídico administrativo. En realidad se mejora el sistema de responsabilidad patrimonial de los servidores públicos, aunque no resuelve con suficiencia el problema, ya que la responsabilidad administrativa del servidor público, aunque se relaciona para efectos de la repetición del Estado en contra del servidor público que haya resultado responsable, es distinta a la responsabilidad patrimonial del Estado propiamente dicha. 

En efecto, el sistema establecido en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, únicamente se refiere a la actuación anormal o ilícita de los servidores públicos -no a los daños derivados de actuación lícita-; además, no se establece un verdadero régimen de responsabilidad “directa” del Estado, ya que aun cuando en el artículo 77-bis se establezca la posibilidad de acudir a las dependencias, entidades o a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo para que ellas “directamente” reconozcan la responsabilidad de indemnizar, no se trata de responsabilidad “directa” del Estado, toda vez que para demandar a éste es indispensable que los particulares hayan denunciado los hechos y se haya seguido el procedimiento respectivo en contra del servidor público y que a este último se le haya declarado responsable. 

Desde luego, la incertidumbre procedente de un régimen insuficiente, así como la dualidad de sistemas de responsabilidad: uno civil y otro administrativo, constituye un problema de seguridad jurídica que implícitamente ha sido reconocido en el Plan Nacional de Desarrollo 1995 - 2000, al considerar que si bien en los últimos años se han logrado importantes avances en la modernización del marco jurídico, aún se observan rezagos que imposibilitan la plena seguridad jurídica. 

En tal virtud, Señores Secretarios de la Cámara de Diputados, es necesario remontar el grave e injustificado retraso que México tiene en relación con otros países, en cuanto al grado de desarrollo en materia de responsabilidad patrimonial del Estado. Por ello, resulta impostergable incorporar a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, una garantía de integridad patrimonial en favor de los particulares contra la actividad lesiva que sea consecuencia del funcionamiento regular o irregular del Estado, toda vez que esta incorporación constituiría la base para establecer el deber del Estado de indemnizar al particular que haya sufrido una lesión en su patrimonio, lo cual sería a su vez el fundamento expreso para que en los ordenamientos legales secundarios se desarrollen y pormenoricen los mecanismos a partir de los cuales los particulares podrán reclamar la indemnización correspondiente, en contra de aquellas lesiones patrimoniales causadas por la autoridad estatal que no tengan la obligación jurídica de soportar. 

Derivado de lo anterior, la iniciativa que sometemos a la consideración del Honorable Congreso de la Unión, propone modificar la denominación del Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y adicionar un segundo párrafo al artículo 113 de la propia Carta Magna, a fin de incorporar en el texto constitucional dos aspectos fundamentales: 

1. El establecimiento expreso de una nueva garantía que proteja la integridad y salvaguarda patrimonial de los individuos respecto de la actividad del Estado, y 

2. La obligación correlativa del Estado a la reparación de las lesiones antijurídicas que con su actividad irrogue en el patrimonio de todo individuo que goce de dicha garantía. 

Estas modificaciones constitucionales permitirían desarrollar más adelante, a través de una ley reglamentaria de la materia, un sistema de responsabilidad directa y objetiva del Estado, en mérito del cual se reconocería la obligación de éste, de resarcir los daños y perjuicios que cause a los particulares, cuando éstos no tengan la obligación jurídica de soportarlos y, al mismo tiempo, impulsar la eficiencia y el control de las actividades estatales en su conjunto.

En relación a la indemnización a que tienen derecho los particulares por los daños causados por el Estado, es importante subrayar que la presente iniciativa se ha basado en un principio de ponderación al indicar que “todo aquel que sufra una lesión en sus bienes y derechos, con motivo de la actividad del Estado, tendrá derecho a ser indemnizado en forma proporcional y equitativa”, con lo cual se busca equilibrar o cuando menos favorecer el equilibrio respecto del pago de indemnizaciones a los particulares que hayan sido afectados en su patrimonio. (…)

La reforma constitucional que se propone, evidentemente, no busca convertir al patrimonio público en una especie de “aseguradora universal”, ni menos aún, entorpecer la actividad de las funciones públicas. Se trata más bien de un mecanismo de distribución de las cargas públicas que busca terminar con la impunidad de las actividades lesivas del Estado que causan daños a particulares que no tengan la obligación jurídica de soportarlos. Además, el objetivo fundamental de las adiciones al texto constitucional que se someten a consideración de esa Soberanía, consiste en avanzar en la consolidación de un Estado responsable, pues un Estado que asume en forma directa las consecuencias de su actuar, es un Estado que merece confianza.

En suma, la incorporación de la institución de la responsabilidad patrimonial del Estado, como un instrumento solidario y resarcitorio de las lesiones que se causen a los particulares, tiene las siguientes finalidades: por una parte, la reparación del daño, que tendría un doble efecto: contribuir a robustecer la majestad, respetabilidad y confianza en el Derecho y, al mismo tiempo, en el Estado, lo cual se traduce en la genuina expresión del Estado de Derecho; y por otra parte, la incorporación de este instituto sin duda propiciaría la elevación en la calidad de los servicios públicos (…)”.

De lo anterior deriva que con motivo de dicha reforma constitucional, los particulares son titulares de un derecho de rango constitucional que les permite reclamar una indemnización cuando, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de un acto que algún órgano estatal llevó a cabo sin acatar la normativa aplicable o los lineamientos, parámetros o protocolos administrativos respectivos, sin tener que demandar al funcionario en lo personal, y sin tener que demostrar si éste actuó de manera ilícita, dolosa o culposa. Estas características del derecho constitucional en comento, se han venido delineando y exponiendo por parte de la jurisprudencia de este Alto Tribunal.

En efecto, el Tribunal Pleno, al analizar la responsabilidad patrimonial del Estado, señaló que cuando el texto constitucional habla de “responsabilidad directa”, implica que cuando en el ejercicio de sus funciones el Estado genere daños a los particulares en sus bienes o derechos, éstos podrán demandarla directamente, sin tener que demostrar la ilicitud o el dolo del servidor que causó el daño reclamado, sino únicamente la irregularidad de la actuación, y sin tener que demandar previamente a dicho servidor; mientras que el término “responsabilidad objetiva” se refiere a que el particular no tiene el deber de soportar los daños patrimoniales causados por una actividad irregular del Estado, entendida ésta como los actos de la administración realizados de manera ilegal o anormal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración.

Lo anterior encuentra fundamento en la jurisprudencia 42/2008 del Tribunal Pleno, de rubro: “RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y DIRECTA. SU SIGNIFICADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”
.

De igual manera, el Tribunal Pleno ha determinado que la diferencia entre la responsabilidad objetiva y la subjetiva, radica en que ésta implica negligencia, dolo o intencionalidad en la realización del daño, mientras que en la otra hay ausencia de intencionalidad dolosa. Por tanto, cuando el texto constitucional alude a que la responsabilidad patrimonial objetiva del Estado surge si éste causa un daño al particular con motivo de su actividad administrativa irregular, abandona toda intención de contemplar los daños causados por la actividad regular del Estado, así como cualquier elemento vinculado con el dolo en la actuación del servidor público, para centrarse en aquellos actos realizados de manera anormal o ilegal, esto es, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración.
Tales consideraciones encuentran fundamento en la jurisprudencia 43/2008 del Tribunal Pleno, de rubro: “RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. DIFERENCIA ENTRE RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y SUBJETIVA”
.

OCTAVO. Estudio de fondo. A consideración de esta Segunda Sala de la Suprema Corte, los agravios hechos valer por la recurrente son infundados, tal y como se procede a exponer. Cabe precisar que los agravios serán analizados en orden diverso al que fueron planteados, para atender en un primer término aquellos relativos a violaciones procesales, y proceder después al estudio de aquellos que involucran aspectos propiamente de fondo.
- Primer agravio.

A consideración de la recurrente, la Sala responsable desestimó de manera indebida la causal de improcedencia que se hizo valer, en el sentido de que era incompetente para conocer del asunto, pues dicha Secretaría resolvió que no existía actividad administrativa irregular, pero el juicio de nulidad es procedente solamente en contra de las resoluciones administrativas definitivas en las que se niegue la indemnización o, por su monto, no satisfagan al reclamante, y las que impongan la obligación de resarcir los daños y perjuicios con motivo de la reclamación regulada en la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

Por tanto, la recurrente considera que el oficio emitido no tiene el carácter de definitivo, en tanto no resolvió sobre la situación de fondo que es materia de la reclamación, pues se reitera, solamente se indicó que no existió actividad administrativa irregular, lo cual se refuerza por el hecho de que no se desahogó procedimiento de algún tipo para la emisión de una resolución definitiva.

A consideración de esta Segunda Sala, el agravio en estudio es infundado, pues la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa atendió de manera debida el análisis de la citada causal de improcedencia.

En efecto, sobre tal causal en relación al oficio emitido por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, la Sala Superior señaló que resultaba incuestionable que a través del mismo, se emitió un pronunciamiento en relación con la solicitud de indemnización que fue presentada por el actor, de conformidad con la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, habiendo determinado que era improcedente la solicitud de indemnización. A pesar de que en el oficio no se hizo referencia a una negativa de la indemnización, sino a una improcedencia, lo cierto es que resultaba procedente el juicio de nulidad, en tanto no se encontraba satisfecha la pretensión del actor en torno a la indemnización correspondiente.

Así, del análisis de la sentencia ahora recurrida, se advierte que la Sala Superior desestimó, correctamente, la causal de improcedencia que sobre el juicio de nulidad hizo valer la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

Ello se debe a que en el oficio emitido por el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, mediante el cual se dio respuesta a la solicitud de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, se sostuvo medularmente lo siguiente:
“(…) es notorio que los hechos acontecidos el pasado 4 de noviembre de 2008 con la aeronave Marca Learjet 45, Matrícula **********, propiedad de la Secretaría de Gobernación, fueron consecuencia de un accidente, por lo que no existe actividad administrativa irregular del Estado, especialmente respecto de las unidades administrativas, órganos desconcentrados y servidores públicos de esta Secretaría de Comunicaciones y Transportes imputados”.

Ahora bien, el artículo 24 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, a la letra establece lo siguiente:
“Las resoluciones de la autoridad administrativa que nieguen la indemnización, o que, por su monto, no satisfagan al interesado podrán impugnarse mediante recurso de revisión en vía administrativa o bien, directamente por vía jurisdiccional ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa”.

Sobre dicho tema, esta Segunda Sala ha sostenido que el juicio de nulidad ante el ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa, procede en contra de las resoluciones de los entes federales que nieguen la indemnización reclamada conforme a la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, o que por su monto no satisfagan la pretensión del interesado, esto es, contra las determinaciones que resuelvan el fondo de las reclamaciones, examinando los planteamientos de los interesados y lleguen a negar la indemnización, o que fijan la responsabilidad y establecen una cantidad a pagar menor a la pretendida por el particular. Sin embargo, el juicio de nulidad no procede contra las resoluciones mediante las cuales se desechan las reclamaciones, pues si bien en ambos supuestos no se satisface la pretensión del interesado, en el último caso solamente se declara una situación procesal que puede violar derechos humanos, pero no afecta el fondo del negocio.

Lo anterior, de conformidad con la jurisprudencia 104/2012 de esta Segunda Sala, de rubro: “RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA UNA RECLAMACIÓN FORMULADA EN TÉRMINOS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE NULIDAD, POR LO QUE ES INNECESARIO PROMOVERLO PREVIAMENTE AL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO”
.
Así las cosas, resulta claro –tal y como lo determinó la Sala Superior del ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa–, que el juicio de nulidad era procedente, pues en su oficio, el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes señaló que no había existido una actividad administrativa irregular por parte de tal dependencia, por lo que era improcedente el reclamo de indemnización en términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

Esto es, no se trató de un desechamiento de la solicitud, sino que a partir del estudio de fondo de la pretensión hecha valer por el señor Henri Giménez, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes consideró que no debía emitirse ningún tipo de indemnización.
Por tanto, el hecho de que la dependencia haya calificado la solicitud de indemnización como “improcedente” no implica una imposibilidad para analizar el juicio de nulidad, pues lo relevante –tal y como lo ha señalado esta Segunda Sala–, es el hecho de que se examinaron los planteamientos del interesado y se negó la indemnización, razón por la cual, el presente asunto encuadra en el artículo 24 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
En las relatadas condiciones, se reitera que fue adecuado el análisis que sobre tal causal de improcedencia se emprendió en la sentencia recurrida, razón por la cual, el agravio en estudio es infundado.

- Segundo agravio. 

Por otra parte, a consideración de la recurrente, la Sala responsable incurrió en una violación procesal que trascendió al resultado del fallo, pues la prueba pericial médica no se desahogó conforme a lo previsto en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, toda vez que dicho órgano jurisdiccional en ningún momento le requirió expresamente para que designara algún perito en la materia. Por tanto, al no otorgarse el derecho o requerirle expresamente para que designara un perito en la materia, se violentó su derecho de defensa adecuada.

Del análisis de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se desprende que el agravio en estudio es infundado.

En efecto, el artículo 14, fracción V, segundo párrafo, de la citada ley, establece a la letra lo siguiente:

“Artículo 14. La demanda deberá indicar: (…)
V. Las pruebas que ofrezca.

En caso de que se ofrezca prueba pericial o testimonial se precisarán los hechos sobre los que deban versar y señalarán los nombres y domicilios del perito o de los testigos”.

Esto es, desde el escrito inicial de demanda, el actor tendrá que indicar las pruebas que ofrece para la acreditación de los hechos alegados en la misma, dentro de las cuales, podrá ofrecer periciales, debiendo señalar desde dicho momento, los nombres y domicilios de los peritos.

En el mismo sentido, el artículo 20, fracción VII, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece:

“Artículo 20. El demandado en su contestación y en la contestación de la ampliación de la demanda, expresará: (…)
VII. En caso de que ofrezca prueba pericial o testimonial, se precisarán los hechos sobre los que deban versar y se señalarán los nombres y domicilios del perito o de los testigos. Sin estos señalamientos se tendrán por no ofrecidas dichas pruebas”.

Por tanto, desde la contestación al escrito inicial, el demandado tendrá que indicar si ofrece alguna prueba pericial, debiendo señalar los hechos sobre los que versará, así como los nombres y domicilios de los peritos.

Finalmente, el artículo 43, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, indica lo siguiente:

“Artículo 43. La prueba pericial se sujetará a lo siguiente:

I. En el acuerdo que recaiga a la contestación de la demanda o de su ampliación, se requerirá a las partes para que dentro del plazo de diez días presenten a sus peritos, a fin de que acrediten que reúnen los requisitos correspondientes, acepten el cargo y protesten su legal desempeño, apercibiéndolas de que si no lo hacen sin justa causa, o la persona propuesta no acepta el cargo o no reúne los requisitos de ley, sólo se considerará el peritaje de quien haya cumplimentado el requerimiento”.

Del anterior entramado normativo, se advierte que desde el escrito inicial de demanda, el actor tendrá que señalar las pruebas que ofrece para acreditar los hechos alegados, dentro de las cuales se encuentran las pruebas periciales. Por su parte, la ley señala de manera expresa que el demandado tendrá que indicar, desde su escrito de contestación de demanda, las pruebas que ofrezca; de igual manera, entre tales pruebas se encuentran las periciales.
Es por lo anterior que la ley indica que es en el acuerdo que recaiga a la contestación de la demanda, en el que se requerirá a las partes para que presenten a sus peritos, con el objetivo de que acepten el cargo y protesten su legal desempeño. En tal acuerdo se realiza el requerimiento, bajo el entendido de que ambas partes –actor y demandado–, en dicho momento procesal, ya ofrecieron las pruebas periciales que estimaron pertinentes.

Adicionalmente, del análisis de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no se advierte que ante el ofrecimiento de determinada prueba pericial en cierta materia, se deba emitir un acuerdo requiriendo a la contraria para que ofrezca un perito por su parte.

En otras palabras, la ley sí establece un momento procesal concreto en el que las partes podrán ofrecer pruebas periciales: el actor en la demanda y el demandado en la contestación correspondiente. Es por ello que una vez contestada la demanda, se emitirá un acuerdo en que se requerirá a los peritos para que comparezcan a aceptar el cargo, pues la ley entiende que en dicho momento ambas partes ya ofrecieron las periciales en cuestión; reiterando que la ley no prevé la posibilidad de requerir a la parte contraria, tal y como lo alega la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

En el presente caso, el actor ofreció desde su escrito inicial de demanda una pericial médica, con el objeto de determinar su estado actual, las secuelas del evento, así como los manejos médicos, quirúrgicos, protésicos y ortésicos que se le debían practicar, así como las secuelas orgánicas, físicas y psicológicas en cuestión
.

Ahora bien, la Primera Sala Regional del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa efectivamente no requirió a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para que designara un perito en materia médica; sin embargo, es evidente que tal dependencia no se encontraba en un estado de indefensión, en tanto de su escrito de contestación de demanda se advierte que sí ofreció pruebas, e incluso una de ellas consistía en una pericial en materia de economía
.

Esto es, resulta claro que la dependencia se encontraba en la posibilidad de ofrecer pruebas periciales en su escrito de contestación de demanda, tal y como lo establece la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, pues incluso ofreció una prueba en materia de economía; de lo cual se advierte que no necesitaba de un requerimiento expreso para ofrecer periciales, sino que simplemente la dependencia decidió no designar a ningún especialista en materia de medicina.

Es por ello que fue adecuado el acuerdo de diecisiete de agosto de dos mil once
, en el que la Primera Sala Regional Metropolitana del ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa, tuvo a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes dando contestación a la demanda, y además se indicó lo siguiente:
“Por otra parte, es de señalar que la autoridad no designó perito de su parte en materia de medicina, por lo que el desahogo de la prueba pericial se desahogará con los peritos de las partes que fueron designados en el momento procesal oportuno”.

En las relatadas condiciones, esta Segunda Sala no advierte que el entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa haya dejado a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en un estado de indefensión, por lo que se reitera que el agravio en estudio es infundado.

- Tercer agravio. 
A consideración de la recurrente, la sentencia atentó contra el principio de congruencia al modificar la litis que fue planteada, pues la Sala responsable determinó que debía analizar si existía actividad administrativa irregular, cuando en realidad debió estudiar las resoluciones impugnadas. Esto es, partió de una premisa equivocada, debiendo emitirse una sentencia en la que se analice la legalidad de las resoluciones en cuestión.

El agravio en estudio es infundado. En efecto, en este punto cabe reiterar que el señor Henri Giménez solicitó tanto a la Secretaría de Gobernación, así como a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, que cubrieran determinadas cantidades con motivo de que a su consideración habían incurrido en una actividad administrativa irregular y, por tanto, en responsabilidad patrimonial del Estado.

Al respecto, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes determinó que era improcedente tal pretensión, en virtud de que no existió actividad administrativa irregular por parte de las unidades y servidores de dicha dependencia, pues los hechos fueron consecuencia de un accidente, aunado a que el finiquito otorgado por la Secretaría de Gobernación cubrió y reparó en su totalidad los daños causados como consecuencia del accidente.

Por su parte, la Secretaría de Gobernación determinó que era improcedente la reclamación de indemnización, pues ya había recibido un monto por parte de dicha dependencia. Aunado a que es improcedente el reclamo en cuestión en los términos planteados, pues la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado no incluye los conceptos de “lucro cesante” y “daño al proyecto de vida”.

En contra de tales determinaciones, el señor Henri Giménez promovió juicio de nulidad cuya sentencia fue dictada por la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. En tal sentencia, en específico en el sexto considerando, se estableció lo siguiente:
“SEXTO. PRECISIÓN DE LA LITIS A DILUCIDAR. Una vez conocidos los argumentos expresados por las partes contendientes en el presente juicio, es importante para este cuerpo colegiado precisar el orden en el que se abordará la litis a dirimir, misma que consiste esencialmente en determinar si en el caso existe la actividad irregular que se atribuye al Estado y como consecuencia de dicha responsabilidad determinar la indemnización correspondiente al demandante.

En este orden de ideas, los puntos litigiosos que serán abordados en el presente fallo, son los siguientes:

1) Determinar si existe la actividad administrativa irregular que se atribuye a las autoridades, y si entre ésta y los daños sufridos por el demandante existe un nexo causal.

2) En caso de determinarse que existe la actividad administrativa irregular y por ende, la responsabilidad patrimonial del Estado, se analizará si mediante el finiquito signado por el apoderado legal del demandante se liberó a las demandadas del pago de indemnizaciones de los daños causados al demandante.

3) Determinar en su caso, el monto de la indemnización que habrá de ser cubierta al demandante”
.

En efecto, en el citado considerando, el órgano jurisdiccional no señaló que la litis del juicio de nulidad implicaría analizar la legalidad de las resoluciones emitidas por la Secretaría de Gobernación y la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, sino que estudiaría la existencia de una actividad administrativa irregular y, por consiguiente, la actualización de responsabilidad patrimonial del Estado y el deber correspondiente de lleva a cabo una indemnización.

Sin embargo, lo anterior no se traduce en que la Sala Superior haya modificado la litis como alega la recurrente, en tanto de su análisis integral se advierte que la misma fue dictada en concordancia con el contenido de la demanda de nulidad y la contestación que de la misma efectuaron las autoridades demandadas.

Lo anterior es así, toda vez que el señor Henri Giménez presentó reclamaciones de indemnización, respecto de las cuales, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes consideró que no era procedente, en tanto no había incurrido en una actividad administrativa irregular, mientras que la Secretaría de Gobernación estimó que era improcedente su pretensión, pues ya había recibido un finiquito con motivo del accidente aéreo en cuestión. En suma, ambas dependencias consideraron que no era procedente que el reclamante obtuviera un monto con motivo de una responsabilidad patrimonial del Estado.

Por tanto, para analizar la validez de las resoluciones administrativas en cuestión, resultaba necesario que la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se pronunciara en última instancia sobre la existencia de una actividad administrativa irregular a cargo de las dependencias antes indicadas, así como sobre la existencia de un daño, para así determinar la indemnización correspondiente.
En efecto, en caso de que la Sala Superior considerara que las dependencias incurrieron en una actividad administrativa irregular y que lo anterior generó un daño, ello se traduciría en la actualización de una responsabilidad patrimonial del Estado y, por tanto, en la necesidad de efectuar un pago indemnizatorio, situación que implicaría la revocación de las resoluciones administrativas, pues en ellas se sostuvo lo contrario.

Por otra parte, si la Sala Superior considerara que las dependencias no incurrieron en una actividad administrativa irregular o que no se generó un daño, entonces ello se traduciría en confirmar las resoluciones administrativas en cuestión.

En otras palabras, la Sala Superior no modificó la litis, en tanto sí se avocó al estudio de la legalidad de las resoluciones administrativas, pero asentando que ello requería forzosamente pronunciarse sobre la existencia de una actividad administrativa irregular y de un daño, pues justamente en ello consistía la materia que fue dilucidada por las dependencias en tales resoluciones. 

Debido a lo anterior, se reitera que la Sala Superior no varió la litis del juicio de nulidad, al atender lo planteado en la demanda de nulidad y ceñirse a la materia de la misma, ante lo cual, el agravio en cuestión es infundado.

- Quinto agravio. 

Por otra parte, la recurrente señala que la Sala responsable aplicó indebidamente los artículos 3º, fracción II, inciso a), 8º, fracción X, y 14, fracción VI, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al considerar indebidamente que la Dirección de Aeronáutica Civil y Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, incurrieron en actuación administrativa irregular, sin haberlas emplazado a juicio, pues de tal manera les impidió que expresaran las consideraciones que estimaran convenientes.

A consideración de esta Segunda Sala, el agravio en estudio es infundado, pues la Sala Superior no incurrió en la violación procesal a que hace alusión la recurrente.

En primer término, es necesario precisar que el artículo 3º, fracción II, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece a la letra lo siguiente:

“Artículo 3o. Son partes en el juicio contencioso administrativo: (…)

II. Los demandados. Tendrán ese carácter:

a) La autoridad que dictó la resolución impugnada”.

Como puede advertirse, la autoridad demandada es aquella que dictó la resolución impugnada; en este caso, el juicio de nulidad se promovió para combatir las resoluciones emitidas por la Secretaría de Gobernación, y por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, esto es, formalmente tales resoluciones administrativas constituyen los actos impugnados. En consecuencia, solamente las dependencias que dictaron las mismas tenían el carácter de autoridades demandadas y, es por ello, que solamente éstas debían ser emplazadas.

En virtud de lo anterior, solamente la Secretaría de Comunicaciones y Transportes debía ser emplazada a juicio, en tanto tal dependencia era formalmente la autoridad demandada
; a pesar de que en su resolución impugnada hubiese hecho manifestaciones sobre el actuar de otras autoridades que dependen de ella.

Lo anterior, con independencia de que en el fondo, la Sala Superior tuviese que emitir un pronunciamiento sobre el actuar de tales dependencias, a efecto de dilucidar si la Secretaría de Comunicaciones y Transportes –y las autoridades que de ésta dependen– había incurrido en una actividad administrativa irregular.

Adicionalmente, de las constancias que integran el presente asunto, se advierte que la Dirección General de Aeronáutica Civil y Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, no quedaron en estado de indefensión por el hecho de no haber sido emplazadas formalmente, en tanto la Secretaría de Comunicaciones y Transportes emitió pronunciamientos en torno a tales dependencias.

En efecto, en su escrito de contestación de demanda, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes señaló lo siguiente:

“Finalmente, también es notoriamente improcedente e infundada la responsabilidad que pretende atribuir a esta Secretaría, argumentando que existe en el caso una cuestión de responsabilidad solidaria (…) de las dependencias y funcionarios de la SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, DIRECCIÓN GENERAL DE AERONÁUTICA CIVIL, SERVICIOS A LA NAVEGACIÓN EN EL ESPACIO AÉREO MEXICANO (SENEAM) Y CONTROLADORES DE TRÁFICO AÉREO, junto con la Secretaría de Gobernación como dueña de la aeronave, en términos del artículo 1917 del Código Civil Federal.

Lo anterior en virtud de que el artículo 1917 del Código Sustantivo Federal es inaplicable, en principio, porque esta Secretaría de Comunicaciones y Transportes no causó un daño y menos en común con la Secretaría de Gobernación y, en segundo término, porque se contrapone con lo dispuesto en el artículo 113 constitucional que establece que la responsabilidad del Estado será objetiva y directa, tan es así que se derogó el diverso artículo 1927 del citado Código, que preveía la responsabilidad civil solidaria y mancomunada del Estado respecto de los daños y perjuicios causados por sus servidores públicos en ejercicio de sus facultades”
.

Tales consideraciones fueron reiteradas por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en su escrito de alegatos, previo al dictado de la sentencia correspondiente
. Así, tal dependencia expuso que no existió una actividad administrativa irregular por parte de la Dirección General de Aeronáutica Civil y Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, a pesar de que no fueron emplazadas formalmente a juicio.
Aunado a lo anterior, cabe señalar que de conformidad con el artículo 36, fracciones IV, V y VI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
, corresponde a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes lo relativo a la regulación, administración, construcción y operación de aeropuertos.
Asimismo, para cumplir con dicha finalidad se auxiliará de unidades administrativas y órganos desconcentrados. De ahí que la Dirección General de Aeronáutica Civil y Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, son unidades administrativas que dependen de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, por lo que sus titulares no cuentan con las facultades de representar a dicha Secretaría en un juicio contencioso; atribución que corresponde al titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos que depende directamente del titular de la dependencia, de conformidad con el artículo 11, fracciones IV y V, del Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes
, tal y como aconteció en el presente caso.
En las relatadas condiciones, se reitera que el agravio en cuestión deviene infundado.

- Agravios cuarto y sexto.

Por la estrecha relación que guardan los agravios señalados por la recurrente como cuarto y sexto, esta Segunda Sala procede a su análisis conjunto.
A través de dichos agravios, la recurrente alega que la Sala responsable aplicó indebidamente el artículo 1º de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, al haber determinado que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes incurrió en actividad administrativa irregular, ello a partir de los resultados del reporte/informe que rindió la Comisión Investigadora y Dictaminadora de Accidentes Aéreos, de dos de noviembre de dos mil nueve.

Lo anterior implicó pasar por alto que la finalidad de tal documento era determinar la “causa probable” y los “factores contribuyentes” del accidente; esto es, se trata de un beneficio para la aeronáutica y no de un documento de imputabilidad, por lo que no se le podían dar ese tipo de consecuencias jurídicas, en términos del Anexo 13 del Convenio Internacional de Chicago, al no tratarse de un documento determinante para la atribución de responsabilidad jurídica.

Así, a su consideración el documento en cuestión carece, por sí solo, de cualquier utilidad o alcance probatorio, por lo que no resulta idóneo para acreditar la actividad administrativa irregular, razón por la que se requería el estudio de todo el material probatorio, así como del resto de elementos que le restan eficacia probatoria al documento. De igual forma, la Sala responsable dejó de considerar la participación de terceros, como la tripulación de la aeronave, por lo que se debieron analizar los aspectos que integraban la cadena de sucesos.

En términos de la Ley de Vías Generales de Comunicación, corresponde a la Dirección General de Aeronáutica Civil regular que todas las aeronaves que operen en el territorio nacional cuenten con una póliza de seguro vigente, lo cual se cumplía en el caso concreto, lo cual no fue valorado por la Sala responsable, razón por la que simplemente se trataba de una presunción abstracta.

Adicionalmente, si bien no basta con acreditar la existencia de un daño y la actuación irregular de alguna autoridad para considerar que hay responsabilidad patrimonial del Estado, lo cierto es que se requiere la existencia de una relación de causa-efecto, por lo que la recurrente estima que la Sala responsable pasó por alto que el propio informe/reporte señala que consiste en una investigación para determinar la causa probable del accidente y su objetivo no era culpar a alguien o imponer responsabilidad jurídica.

Así las cosas, a consideración de esta Segunda Sala, los agravios en estudio son infundados, en atención a los siguientes argumentos:
En primer término, es necesario precisar que con motivo del accidente sobre el que versa la presente sentencia, la Dirección General de Aeronáutica Civil, en términos de la Ley de Aviación Civil y su Reglamento, integró una Comisión Investigadora y Dictaminadora de Accidentes Aéreos. Sin embargo, por la trascendencia de lo ocurrido, por instrucciones del Secretario de Comunicaciones y Transportes, se creó el “Comité de Coordinación para la investigación del incidente aéreo ocurrido en la Ciudad de México el 4 de noviembre de 2008”.
Con motivo de los trabajos realizados por el Comité se emitió el “Informe Accidente Learjet 45 **********”, en el que expresamente se indicó que:
“De conformidad con el Anexo 13 del Convenio sobre Aviación Civil Internacional, no es el objetivo de la investigación de accidentes de aeronaves culpar a nadie ni imponer una responsabilidad jurídica. El único objetivo de la investigación es determinar la causa probable, sus factores contribuyentes y la realización del informe final para la prevención de accidentes e incidentes”.

Esto es, el informe consiste en un documento elaborado por un Comité ad hoc, cuyo objetivo era la investigación de las causas y factores que generaron el accidente en cuestión, así como la emisión de conclusiones y recomendaciones a partir del material que fue compilado durante los trabajos, sin que tuviera como finalidad primordial la imputación de responsabilidad jurídica.
Así, el planteamiento central de la recurrente consiste justamente en que el propio informe señala que su objetivo no es culpar a nadie ni imponer algún tipo de responsabilidad jurídica, sino que únicamente tenía como finalidad la determinación de la causa probable y factores contribuyentes del accidente. Por tanto, argumenta la recurrente, la naturaleza del informe impedía que a partir del mismo se determinara la existencia de una actividad administrativa irregular.
Cabe señalar que dentro de la actividad que llevan a cabo los órganos jurisdiccionales –no solo en nuestro país sino también en otras latitudes–, uno de los aspectos más complejos es el relativo a la acreditación y demostración de los hechos alegados. Para realizar tal actividad en materia probatoria, los juzgadores llevan a cabo una valoración de diversos elementos consistentes tanto en pruebas directas como en pruebas indirectas, estas últimas caracterizadas por el empleo de inferencias.

En específico, los órganos jurisdiccionales deberán tomar en consideración la fiabilidad de las pruebas, esto es, la aptitud técnica de que tales medios generen convicción en determinado sentido, a partir de la solidez de su contenido y, en el caso de los documentos especializados, el rigor con el que fueron elaborados.

Así las cosas, en efecto el propio dictamen señala que fue elaborado para prevenir futuros accidentes aéreos, y su objetivo no es culpar a nadie ni imponer algún tipo de responsabilidad jurídica. Sin embargo, lo único que ello implica, es que el dictamen no tiene como efecto directo imponer algún tipo de sanción o calificar como jurídicamente responsable a alguna dependencia, funcionario o persona de índole privada. En otras palabras, el dictamen, por sí mismo, no puede ser el documento idóneo para imponer algún tipo de responsabilidad.
No obstante, ello no se traduce en que el contenido del documento no pueda generar convicción jurídica en algún órgano jurisdiccional para arribar a cierta determinación. Esto es, el dictamen, per se, no impone culpa ni responsabilidad, pero su contenido y conclusiones puede ser empleadas por un órgano jurisdiccional para arribar a cierta determinación.

A manera de símil, los dictámenes periciales que se rinden durante un juicio, no tienen como objetivo directo imponer algún tipo de sanción o responsabilidad, pero su contenido puede generar convicción en el juzgador para que adopte una determinación en dicho sentido.

Lo anterior se encuentra reforzado por el hecho de que para la elaboración del dictamen se analizaron factores humanos
, operaciones
, mantenimiento (aeronavegabilidad)
, meteorología
, medicina forense
 y tránsito aéreo
. En consecuencia, la finalidad del documento no era la imposición de responsabilidades, pero por la exhaustividad de su análisis, éste válidamente podía ser empleado en la sentencia recurrida.
Sobre tal aspecto, la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa señaló que para determinar si efectivamente existían actividades administrativas irregulares, era necesario valorar los diversos elementos probatorios que fueron aportados en juicio; en específico, destacó la existencia de un reporte / informe final rendido por el Comité de Investigación a que se ha hecho alusión, e indicó que sería tal documento el que debía ser analizado para corroborar la existencia de dichas actividades
.
La Sala Superior citó como apoyo para lo anterior, la tesis aislada CLXXXVII/2006 de la Primera Sala de esta Suprema Corte, cuyo rubro es: “CONOCIMIENTOS CIENTÍFICOS. CARACTERÍSTICAS QUE DEBEN TENER PARA QUE PUEDAN SER TOMADOS EN CUENTA POR EL JUZGADOR AL MOMENTO DE EMITIR SU FALLO”
.

En dicha tesis aislada se sostiene que para que un órgano jurisdiccional pueda apoyarse válidamente en la opinión de algún experto en una rama de la ciencia, es necesario que la opinión tenga las siguientes características: a) que la evidencia científica sea relevante para el caso concreto de estudio, es decir, que a través de la misma pueda efectivamente conocerse la verdad de los hechos sujetos a prueba, y b) que la evidencia científica sea fidedigna, esto es, que se haya arribado a ella a través del método científico.
A partir de ello, dicho órgano jurisdiccional señaló que resultaba jurídicamente factible que la determinación se apoyara en el citado documento, mismo que además había sido ofrecido debidamente como prueba por las partes contendientes
.

Por tanto, es claro que la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sí expuso las razones por las cuales estimó actualizada la actividad administrativa irregular, tomando en consideración como aspecto central el informe que fue emitido por el Comité que investigó el accidente aéreo de cuatro de noviembre de dos mil ocho, pues tomó como apoyo una tesis aislada de la Primera Sala de esta Suprema Corte en relación al uso del conocimiento científico en las resoluciones jurisdiccionales.

Cabe precisar que la Sala responsable tomó como prueba dicho informe, de conformidad con el artículo 41 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo
, que le faculta a tomar en consideración cualquier documento que tenga relación con el asunto, para mejor proveer.

Ahora bien, no pasa desapercibido para esta Segunda Sala, el contenido del Anexo 13 al Convenio sobre Aviación Civil Internacional “Investigación de accidentes e incidentes de aviación”, elaborado por la Organización de Aviación Civil Internacional. 
Tal documento, en su capítulo 1 –definiciones– señala que por accidente se entenderá:

“Todo suceso, relacionado con la utilización de una aeronave, que ocurren dentro del período comprendido entre el momento en que una persona entra a bordo de la aeronave, con intención de realizar un vuelo, y el momento en que todas las personas han desembarcado, durante el cual:

a) cualquier persona sufre lesiones mortales o graves a consecuencia de:

- hallarse en la aeronave, o

- por contacto directo con cualquier parte de la aeronave, incluso las partes que se hayan desprendido de la aeronave, o

- por exposición directa al chorro de un reactor (…)”.
Adicionalmente, el artículo 3.1 –al cual se hizo referencia en el reporte del Comité ad hoc–, indica lo siguiente:
“El único objetivo de la investigación de accidentes o incidentes será la prevención de futuros accidentes o incidentes. El propósito de esta actividad no es determinar la culpa o la responsabilidad”.

Sin embargo, como ya quedó precisado en la presente sentencia, el hecho de que el reporte no haya sido elaborado con el propósito de determinar la culpa o responsabilidad de quienes intervinieron en el accidente, sino únicamente prevenir futuros escenarios de tal índole, no implica que no pueda generar convicción en un órgano jurisdiccional para efecto, en este caso, de arribar a la conclusión de que existió responsabilidad patrimonial del Estado.

En consecuencia, el hecho de que el Anexo 13 al Convenio sobre Aviación Civil Internacional establezca cuál es la finalidad de las investigaciones que se realizan al amparo de tal documento, no es un obstáculo para emplear un reporte elaborado a partir de una investigación, como elemento probatorio en relación al actuar administrativo irregular de alguna dependencia mexicana.

Aunado a que en la sentencia recurrida, no se trató del único elemento que se tomó en consideración para acreditar la responsabilidad patrimonial del Estado, sino que el mismo sólo constituyó uno de los fundamentos para arribar a esa conclusión.

Adicionalmente, la recurrente señala que en términos de la Ley de Vías Generales de Comunicación, corresponde a la Dirección General de Aeronáutica Civil regular que todas las aeronaves que operen en el territorio nacional cuenten con una póliza de seguro vigente, lo cual se cumplía en el caso concreto y no fue valorado por la Sala responsable.
Tal aspecto es infundado, en tanto la Sala Superior sí llevó a cabo un adecuado análisis de las facultades de la Dirección General de Aeronáutica Civil, pues no determinó que ésta fuera responsable por no haberse cerciorado de que la aeronave contara con una póliza de seguro en términos del artículo 127 de la Ley de Vías Generales de Comunicación
, sino que tal responsabilidad surgió por lo siguiente:
“(…) del informe de referencia, se detectó que la Dirección General de Aeronáutica omitió supervisar, debido a la carencia de recursos materiales y humanos, debidamente el funcionamiento de algunas de las escuelas de adiestramiento para el personal técnico aeronáutico, ya que se presumió que los tripulantes de la aeronave accidentada, podían haber obtenido de manera irregular y presuntamente ilegal los certificados para volar el Learjet 45, sin haber tomado debidamente los cursos de entrenamiento”
.
Por tanto, el hecho de que a consideración de la recurrente, la Dirección General de Aeronáutica Civil haya cumplido con las obligaciones que tiene a su cargo en términos de la Ley de Vías Generales de Comunicación, no implica que la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa haya valorado una “presunción abstracta” y no una “concreta” –en los términos establecidos por la jurisprudencia de la Primera Sala de esta Suprema Corte
–, pues se reitera que la responsabilidad de tal Dirección General no surgió por haber omitido vigilar el cumplimiento de las obligaciones en relación a los seguros, sino por no haber supervisado de manera debida el funcionamiento de las escuelas de adiestramiento para el personal técnico aeronáutico.

Por otra parte, la recurrente argumenta que el dictamen elaborado por la Comisión ad hoc, establece en sus conclusiones las “causas probables” del accidente, por lo que no existía una plena acreditación del nexo causal, como requisito indispensable para la actualización de la responsabilidad patrimonial del Estado.

Tal aspecto, a consideración de esta Segunda Sala, es infundado, pues justamente la Comisión señaló al inicio del dictamen que su objetivo no era culpar a nadie ni imponer responsabilidades jurídicas, sino que su finalidad era “determinar la causa probable, sus factores contribuyentes y la realización del informe final para la prevención de accidentes e incidentes”.
Esto es, la Comisión en atención a la naturaleza del dictamen, señaló que determinaría la “causa probable” del accidente, lo cual además es armónico con el tipo de trabajos que se realizaron, esto es, la reconstrucción de un accidente aéreo.

Sin embargo, el hecho de que el dictamen hable de “causa probable” del accidente se debe simplemente a la naturaleza del documento así como de los trabajos encargados a la Comisión; sin embargo, se reitera que la naturaleza del dictamen y las razones por las que fue elaborado, son independientes del hecho de que un juzgador pueda sostener su argumentación a partir de las consideraciones del dictamen; esto es la convicción jurídica atiende al contenido del documento y no a la calificativa de “causa probable” en cuestión.
Ahora bien, en este punto resulta necesario realizar ciertas precisiones en relación a la actualización de responsabilidad patrimonial del Estado ante un accidente en que se encuentren involucradas las dependencias de la administración pública.
Así, de acuerdo con los artículos 3º y 4º de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado
, los elementos para la procedencia de una reclamación de tal naturaleza son: a) La acreditación de que el daño que se ha reclamado tuvo su origen en la actividad irregular del estado; b) El daño efectivamente producido por la actividad irregular debe ser real y evaluable en dinero; c) El daño debe estar directamente relacionado con una o varias personas, y ser desigual al que pudiera afectar al común de la población; d) No procede el pago por daños causados por caso fortuito o fuerza mayor, esto es, que deriven de circunstancias que no se hubieren podido evitar según el estado o los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su realización; y e) Tampoco procede el pago si el afectado es el único causante del daño.

Esto es, el hecho de que los daños se hayan generado por un accidente, no excluye la posibilidad de que se actualice la responsabilidad patrimonial del Estado, pues resulta factible que el accidente se haya producido con motivo de una actividad administrativa irregular. Sin embargo, el accidente efectivamente excluiría dicha responsabilidad, cuando se haya generado a partir de un caso fortuito o fuerza mayor, es decir, que el accidente no se hubiese podido evitar según el estado o los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes al momento en que sucedió.
En el presente caso, no queda duda alguna de que los daños que sufrió el señor Henri Giménez, fueron provocados por el accidente aéreo de cuatro de noviembre de dos mil ocho; sin embargo, éste no fue producto de un caso fortuito o fuerza mayor, sino que se produjo a partir de una actividad administrativa irregular.
En efecto, en el dictamen emitido por la Comisión ad hoc que investigó el accidente aéreo en cuestión, se establecieron factores contribuyentes, esto es, aspectos que propiciaron el accidente.
Así, como se indicó en la sentencia recurrida, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes tiene entre sus facultades otorgar concesiones y permisos para establecer y operar servicios aéreos en el territorio nacional, y administrar la operación de los servicios de control de tránsito, así como de información y seguridad de la navegación aérea
.
Adicionalmente, en términos del artículo 2 del Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, tal dependencia contará para el despacho de sus asuntos, entre otros, con:

- La Dirección General de Aeronáutica Civil; y

- Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano.

Por lo que respecta a la Dirección General de Aeronáutica Civil, ésta es competente para regular, coordinar, vigilar y controlar los servicios de transporte aéreo, así como otorgar los permisos y autorizaciones para la prestación de los servicios de transporte aéreo. De igual manera, entre sus atribuciones se encuentra promover la formación, capacitación y adiestramiento del personal técnico aeronáutico, así como vigilar que el servicio de transporte aéreo se efectúe en los términos de la normativa de la materia
.
Sin embargo, en el dictamen emitido por la Comisión que investigó el accidente aéreo en cuestión, se advirtieron las siguientes irregularidades:
“Durante el proceso de investigación, se hicieron evidentes diversas irregularidades en el funcionamiento de algunas de las escuelas para el personal técnico aeronáutico.

Los tripulantes de la aeronave accidentada, habían podido obtener de manera irregular y presuntamente ilegal, certificados de capacidad para volar el Learjet 45, sin haber tomado debidamente el curso de entrenamiento, como lo prescribe la norma”.

“Los pilotos tenían muchos años de experiencia profesional y varios miles de horas de vuelo, inclusive en otras aeronaves de la marca Learjet. Sus licencias de piloto aviador estaban vigentes.

Sin embargo, se encontraron diversas deficiencias e irregularidades en sus expedientes, relacionados con los entrenamientos obligatorios para la obtención de sus certificados de capacidad para operar aviones del tipo Learjet 45.

Adicionalmente, de acuerdo a la grabación del registrador de voces de cabina (CVR), se escucha cierta falta de familiaridad de los pilotos, respecto al funcionamiento de algunos sistemas de navegación, o a la técnica de vuelo de la aeronave. El Learjet 45 recibió aproximadamente sobre el VOR SMO, la instrucción de reducir su velocidad, instrucción que fue acatada con demora”.

Por otra parte, Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, tiene como facultades proporcionar los servicios para la navegación aérea, control de tránsito aéreo, meteorología aeronáutica, sistemas de ayuda a la navegación aérea, telecomunicaciones aeronáuticas, servicios de despacho y control de vuelos, para así garantizar el transporte seguro y eficiente de personas y bienes
.

“Los controladores aéreos que condujeron la aeronave durante la fase de llegada y aproximación al AICM, son profesionales con muchos años de experiencia en su especialidad. Además, ocupan la posición de controlador de radar terminal, que es la más alta especialidad de su ramo, por la complejidad técnica de la misma.
Sin embargo, es importante mencionar que el último controlador que tuvo contacto con la aeronave, había trabajado durante los últimos 17 días un total de 77.5 horas de tiempo extra en adición a su jornada laboral ordinaria. Además, el mismo controlador, apenas dos días antes, había salido de una incapacidad médica que lo mantuvo sin laborar por dos días, debido a una “gastroenteritis infecciosa Has”. Este mismo controlador había estado trabajando entre 70 y 80 horas de tiempo extra al mes, en los meses anteriores al accidente.

Es probable que un esquema de acumulación de fatiga, agravado por la reciente enfermedad intestinal experimentada, haya contribuido a las omisiones del controlador de tránsito aéreo de aproximación radar MEX en la aplicación de los procedimientos establecidos”.

En consecuencia, existió una actividad administrativa irregular por parte de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, al no haber realizado de manera adecuada sus funciones en materia de vigilancia, supervisión y control de las operaciones aéreas, así como de las personas involucradas durante las mismas.

Por tanto, atendiendo a los elementos valorados por la Comisión, así como a la profundidad de las consideraciones contenidas en el dictamen, esta Segunda Sala arriba a la determinación de que se acreditó una actividad administrativa irregular, pues tales factores contribuyentes del accidente son atribuibles a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (por conducto de la Dirección General de Aeronáutica Civil y de Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano), al advertir de tales conductas una falta de eficiencia, supervisión y realización adecuada de las atribuciones que por ley tienen encomendadas.
En suma, fue acertada la determinación de la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en el sentido de que no se trató de un caso de fuerza mayor, pues si bien el accidente se generó por el encuentro con una turbulencia de estela de otra aeronave, la situación por la que el Learjet 45 se vio afectado por la misma, surgió por aspectos que denotaron una falta de diligencia de las autoridades, razón por la que nos encontramos frente a una actividad administrativa irregular.

En las relatadas condiciones, se reitera que los agravios en estudio son infundados.

- Séptimo agravio. 

Adicionalmente, la recurrente alega que la Sala responsable partió de una premisa falsa, pues al determinar que existió una actividad administrativa irregular, declaró la nulidad del oficio dictado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, sin previo análisis pormenorizado de la resolución administrativa. Adicionalmente, de manera incongruente se afirmó que la Secretaría de Gobernación no incurrió en actividad administrativa irregular, pero sí analizó el finiquito que celebró con esa dependencia el reclamante, pues mediante dicho finiquito se reconoce tácitamente que existió por parte de dicha dependencia una actividad administrativa irregular. En consecuencia, no se podía determinar que el finiquito no cubrió todos los conceptos reclamados y pretender que se realice un doble pago.

A consideración de esta Segunda Sala, el agravio en estudio es infundado, por las siguientes consideraciones:

Tal y como quedó precisado en el estudio del tercer agravio hecho valer por la recurrente, la Sala Superior del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no incurrió en una incongruencia ni llevó a cabo una modificación de la litis, pues para analizar la validez de las resoluciones administrativas en cuestión, resultaba necesario que se pronunciara en última instancia sobre la existencia de una actividad administrativa irregular a cargo de las dependencias.

Esto es, en caso de que la Sala Superior considerara que las dependencias incurrieron en una actividad administrativa irregular, ello se traduciría en la actualización de una responsabilidad patrimonial del Estado y, por tanto, en la necesidad de efectuar un pago indemnizatorio, situación que implicaría la revocación de las resoluciones administrativas, pues en ellas se sostuvo lo contrario. Por otra parte, si la Sala Superior considerara que las dependencias no incurrieron en una actividad administrativa irregular, entonces ello se traduciría en confirmar las resoluciones administrativas en cuestión.

En consecuencia, la Sala Superior sí analizó la resolución administrativa emitida por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, pues justamente en la misma se determinó que la dependencia no había incurrido en actividad administrativa irregular. Así, al haber arribado a la conclusión en la sentencia recurrida, de que sí se había realizado tal actividad, la consecuencia inmediata era la nulidad del oficio en cuestión, tal y como lo hizo el órgano jurisdiccional en comento.

Por lo que respecta al segundo aspecto hecho valer en el agravio, a consideración de esta Segunda Sala el mismo es infundado, pues no se advierte una incongruencia en la sentencia recurrida.

Efectivamente, la Sala Superior arribó a la determinación de que la Secretaría de Gobernación no había incurrido en actividad administrativa irregular, por lo que declaró la validez de la resolución administrativa que había sido impugnada.
Sin embargo, el finiquito otorgado por la Secretaría de Gobernación no se trataba de un acto cuya validez hubiese sido impugnada en el juicio de nulidad. En consecuencia, con independencia de que en la sentencia recurrida se haya determinado que tal dependencia no había incurrido en actividad administrativa irregular y, por tanto, no estaba obligada a realizar pago alguno, lo cierto es que ya se había realizado el finiquito en cuestión.

Esto es, al determinar que existía responsabilidad patrimonial del Estado, válidamente se podía acudir al finiquito en cuestión, para establecer qué cantidades ya habían sido cubiertas por la Secretaría de Gobernación y, por tanto, no resultaba necesario que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes volviera a cubrir tales cantidades –pues a su consideración, esta última sí incurrió en actividad administrativa irregular–; ello, con independencia de que a consideración de tal órgano jurisdiccional, no tendría que haberse realizado el finiquito.
En otras palabras, al determinar que la Secretaría de Gobernación no incurrió en responsabilidad patrimonial del Estado, a consideración de la Sala Superior no tendría que haberse llevado a cabo el finiquito; sin embargo, el mismo fue realizado y su validez no fue impugnada, por lo que no tendría por qué modificarse tal documento con motivo de que se haya confirmado la resolución en que la Secretaría de Gobernación consideró que no había realizado alguna actividad administrativa irregular.

En consecuencia, no resulta contradictorio que en la sentencia recurrida se haya reconocido por una parte que la Secretaría de Gobernación no realizó una actividad administrativa irregular y, que por otro lado, se hayan tomado en consideración las cantidades que tal dependencia otorgó en el finiquito en cuestión, para así determinar el monto que habría de ser cubierto por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

- Octavo agravio.
Finalmente, a consideración de la recurrente, la Sala responsable realizó una indebida cuantificación del monto de la indemnización, pues al llevar a cabo el análisis de los gastos médicos pasados, éstos ya le fueron cubiertos por la Secretaría de Gobernación, mientras que respecto de los gastos médicos futuros, se determinó que existe un remanente, lo cual carece de sustento legal, toda vez que la cantidad se calculó con base en el dictamen pericial en materia de economía que rindió el perito tercero, mismo que a su consideración, carece de valor probatorio pues a su vez se basa en el dictamen de la parte actora, por lo que adolece de los principios elementales de la lógica.

A consideración de esta Segunda Sala, tal aspecto del concepto de violación es infundado, en atención a las siguientes razones:

En efecto, en la sentencia recurrida, la Sala Superior señaló que respecto a los gastos médicos futuros, en el dictamen pericial en materia de medicina del trabajo se indicó que el demandante debería ser sometido a un sinnúmero de procedimientos médicos y quirúrgicos, aspectos que también fueron señalados en el dictamen pericial en materia de economía del perito tercero, en el que se retomó la precisión de los procedimientos a los que habría de ser sometido el demandante.
Por tanto, señaló la Sala Superior, acorde a la prueba pericial en materia de economía, y considerando los valores comerciales y de mercado señalados por el perito, era posible llevar a cabo la cuantificación en términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

Ahora bien, el artículo 46, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, señala de manera expresa que la valoración de las periciales quedará a la prudente apreciación de la Sala
.

Al respecto, esta Suprema Corte ha sostenido que el juzgador, al valorar la prueba pericial, debe tomar en consideración las razones emitidas por los peritos para sustentar sus opiniones, apreciando los matices del caso y atendiendo a las circunstancias, teniendo como límite las normas de la sana crítica, de la lógica y de la experiencia, para así generar una convicción en torno al dictamen
.

Precisado lo anterior, del análisis del dictamen pericial en materia de economía signado por el perito tercero Carlos Enrique Noriega Carrillo
, es posible advertir que el dictamen no tenía por objeto señalar qué tratamientos médicos habrían de ser realizados en el futuro respecto al señor Henri Giménez, sino que a partir de los reportes médicos emitidos, así como los dictámenes en materia de medicina, el perito llevó a cabo la cuantificación de los gastos en cuestión.
En otras palabras, el perito en materia de economía se limitó a señalar el valor unitario y total de los procedimientos futuros a que sería sometido el señor Henri Giménez; sin embargo, es evidente que tal perito tenía que sustentarse en la determinación de otro experto, a efecto de saber cuáles eran esos procedimientos.

Justamente por lo anterior, el perito citó el diverso dictamen que fue rendido en materia de medicina del trabajo, a efecto de conocer el listado de procedimientos y tratamientos futuros, para así poder determinar su valor.

Es por ello que el dictamen en materia de economía no carecía de valor por el simple hecho de hacer referencia al diverso dictamen en materia de medicina del trabajo que fue rendido por el perito de la parte actora, pues se reitera, era necesario que el perito en economía supiera qué tratamientos médicos serían realizados para el señor Henri Giménez, máxime que en el presente caso, la ahora recurrente no designó a ningún perito en materia de medicina –tal y como quedó precisado en el análisis de su segundo agravio–, por lo que solamente obraba en el expediente un dictamen con el listado de tratamientos a realizarse: el rendido por el perito del actor.

En consecuencia, se reitera que el argumento es infundado, en tanto la Sala Superior sustentó la cuantificación de los gastos médicos futuros en el dictamen pericial en materia de economía que fue rendido por el perito tercero, pero contrario a lo alegado por la recurrente, no se advierte que tal pericial carezca de valor probatorio, en tanto de su análisis se desprende que el perito explicó sus razones, y las conclusiones a las que arribó, a partir de su exposición, resultan lógicas, ante lo cual, el dictamen fue analizado de manera debida en la sentencia recurrida.

En otra parte de su agravio, la recurrente señala que la ley de la materia no incluye los conceptos “lucro cesante” y “daño al proyecto de vida”, por lo que sería improcedente cualquier pago por tales conceptos, sin que sea suficiente para ello la aplicación del principio pro persona.

Tal porción del agravio, a consideración de esta Segunda Sala, es infundado.

En primer término, es necesario precisar que el último párrafo del artículo 109 constitucional, únicamente hace mención a que la responsabilidad patrimonial del Estado surgirá por los daños que se causen con motivo de su actuar irregular, en los bienes o derechos de los particulares, añadiendo que éstos tienen derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.

Ahora bien, el artículo 4º de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado
, sí establece que la lesión patrimonial reclamada se encuentra constituida por daños y perjuicios, aunado a que el diverso numeral 12 de la misma ley
, indica que las indemnizaciones corresponderán a la reparación integral del daño.
Al respecto, esta Segunda Sala considera que existe una íntima relación entre el derecho a obtener una reparación integral del daño y la dignidad de la persona, de la que derivan los derechos necesarios para su desarrollo integral, de lo cual se desprende la obligación del Estado de restituir a la persona en las condiciones de vida que debería tener, y de las cuales carece en virtud del daño que el propio Estado le ocasionó.

El derecho fundamental en cuestión no tiene por objeto cualquier tipo de reparación del daño, sino que se trata de una reparación integral, lo cual significa que en la medida de lo posible, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para anular las todas las consecuencias del acto irregular que causó el daño, restableciendo la situación como si el acto no se hubiera perpetuado (restitutio in integrum). Lo anterior involucra medidas no pecuniarias y pecuniarias, entre las que se encuentra el pago de una indemnización que, sin generar una ganancia indebida a la víctima, sí le signifique un resarcimiento adecuado y proporcional al daño causado.

Ahora bien, el derecho a la reparación integral del daño no es un derecho absoluto, sino que admite limitaciones, lo cual deriva del propio artículo 109 constitucional, en el que se establece que los particulares tienen derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.

El derecho a la reparación integral del daño por la actividad administrativa irregular, implica que las personas son titulares de un derecho fundamental a recibir una indemnización cuando, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de dicho actuar irregular.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada LIII/2015 de esta Segunda Sala
, cuyo rubro y texto son los siguientes:

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PRINCIPIOS QUE DEBEN OBSERVARSE PARA DETERMINAR EL MONTO DEL PAGO POR LA REPARACIÓN DEL DAÑO. El análisis de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado permite establecer que las autoridades facultadas para resolver, tanto en la vía administrativa como en la jurisdiccional, sobre la reparación del daño causado por la actividad irregular del Estado, deben observar dos principios fundamentales para determinar, en su caso, el monto del pago respectivo. El primero consiste en que la indemnización debe corresponder a la reparación integral del daño; se trata de un imperativo fundado en el derecho internacional público conforme al cual toda violación a una obligación del Estado que produzca un daño importa un deber de repararlo adecuadamente. El segundo consiste en no tasar el daño causado conforme a la pobreza o riqueza de la víctima, toda vez que la reparación debe dejarla indemne. En esa lógica, tanto en la vía administrativa, como en la jurisdiccional, las autoridades que conozcan del procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado deben observar tales axiomas al emitir las resoluciones reparadoras de los daños causados a los particulares por la actividad administrativa irregular del Estado”.

Tal conclusión también se desprende claramente del proceso legislativo que dio origen al sistema normativo impugnado, en el que se estableció lo siguiente:

“En efecto, la actividad administrativa es tan amplia, diversa y especializada que lo óptimo sería realizar un esfuerzo doctrinal, jurisprudencial y legislativo tendiente a identificar los principales supuestos de responsabilidad correspondientes a cada área de servicios, atendiendo a sus particulares características y cuidando las finalidades propias del funcionamiento de los servicios públicos que van más allá de la sola reparación de daños y perjuicios. En este sentido, habrá de realizarse, en su oportunidad una evaluación general de la operatividad de la institución jurídica que se ha incorporado, a fin de resolver sobre la pertinencia de precisar, en lo futuro, supuestos especiales de responsabilidad en la ley reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 constitucional que expida el H. Congreso de la Unión, o bien, que permanezcan únicamente establecidos en las leyes administrativas respectivas, según la experiencia que se vaya obteniendo en esta materia”.
Así las cosas, el legislador era consciente del cúmulo de supuestos que podrían originar una responsabilidad patrimonial del Estado, por lo que se dejó abierta la posibilidad de llevar a cabo la cuantificación de la indemnización mediante la legislación que resultara más oportuna en función de su naturaleza.

En consecuencia, esta Segunda Sala arriba a la determinación de que la responsabilidad patrimonial del Estado sí incluye el concepto de perjuicios y, por tanto, ello se traduce en el pago del lucro cesante –o proyecto de vida, como le denomina el señor Henri Giménez en su demanda de nulidad–, a pesar de que el término “lucro cesante” no se mencione expresamente en la ley federal relativa en tanto, se reitera, se encuentra incluido en el diverso de “perjuicios”.

Es por lo anterior que la Sala Superior arribó a una determinación apegada a Derecho, cuando en la sentencia recurrida señaló que la obligación de valorar el daño o perjuicio causado, en términos del artículo 50-A de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo
, implicaba la necesidad de analizar el lucro cesante, esto es, toda ganancia o provecho que dejara de percibirse con motivo de un acto ilícito, pues justamente a ello se refiere el término de “perjuicios”.

Así, de manera adecuada, dicho órgano jurisdiccional sostuvo que en la responsabilidad patrimonial del Estado se encuentra incluida la indemnización por lucro cesante o proyecto de vida, al tratarse de una vía para lograr el efectivo cumplimiento del derecho a una reparación integral. Por tanto, el hecho de que el concepto no sea mencionado expresamente en la ley no implica que no deba ser cubierto bajo el diverso concepto de “perjuicio”, pues ello atiende a la necesidad de lograr una reparación integral del daño, aspecto que a su vez deriva del artículo 63 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
, así como de la interpretación que del mismo ha realizado la Corte Interamericana de Derechos Humanos
.
Tomando en consideración los anteriores elementos, esto es, la calificativa realizada por esta Segunda Sala de los agravios que se hicieron valer, se reitera que el recurso de revisión fiscal es infundado.
Por lo antes expuesto y fundado, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
RESUELVE:
PRIMERO. Se desecha el recurso de revisión fiscal adhesivo.

SEGUNDO. Es infundado el recurso de revisión fiscal a que este expediente se refiere.

Notifíquese; con testimonio de la presente resolución, devuélvanse los autos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Eduardo Medina Mora I. (ponente). La señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. El señor Ministro Javier Laynez Potizek se encuentra legalmente impedido para conocer del presente asunto.

Firman el Ministro Presidente y Ponente, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe. 
PRESIDENTE Y PONENTE
MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I.

SECRETARIO DE ACUERDOS

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ
Esta foja corresponde a la revisión administrativa (En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción XXI, 8º, 23, 24, fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el cuatro de mayo de dos mil quince, vigente a partir del día siguiente, se pública esta versión pública en la cual se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.[image: image1.png]
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� La reconstrucción de la bitácora de vuelo se desprende del dictamen de la Comisión Investigadora, de dos de noviembre de dos mil nueve.


� Los siguientes datos se advierten del dictamen de la Comisión Investigadora, de dos de noviembre de dos mil nueve.


� El señor Henri Giménez nació en Venezuela, y tiene la nacionalidad francesa, contando, en noviembre de dos mil ocho, con treinta y tres años de edad. Se encontraba en nuestro país con la calidad de No Inmigrante, al trabajar en el área de ventas de HBO OLE Marketing Services, sociedad de responsabilidad limitada de capital variable. Tales datos se advierten de la relación de hechos narrada en la demanda de amparo.


� Relatados en la sentencia reclamada de veintisiete de enero de dos mil dieciséis. Fojas 587 y 588 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Tales elementos se tuvieron por demostrados en la sentencia reclamada, a partir del dictamen pericial en materia médica, ofrecido por el actor. Fojas 588 a 592 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� La Comisión en cuestión estuvo integrada por personal de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en específico de la Dirección General de Aeronáutica Civil, de Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, de Aeropuertos y Servicios Especiales, de la Dirección General de Protección y Medicina Preventiva en el Transporte, y de la Procuraduría General de la República. De igual forma, se contó con integrantes del Colegio de Pilotos Aviadores de México, del Colegio de Controladores de Tránsito Aéreo Mexicano y del Colegio de Ingenieros Mexicanos de Aeronáutica. Adicionalmente, se contó con personal de las siguientes agencias: National Transportation Safety Board, Air Accident Investigation Branch, Federal Aviation Adminstration, y Federal Bureu of Investigation.


� Fojas 150 a 231 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Fojas 249 a 323 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Fojas 241 a 246 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Fojas 140 a 148 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Fojas 134 a 137 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Fojas 1 a 130 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Foja 385 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Foja 386 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Foja 409 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Foja 2330 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Fojas 433 a 715 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Fojas 17 a 90 del cuaderno del juicio de amparo directo 40/2016 (demanda de amparo).


� Fojas 90 y 91 del cuaderno del juicio de amparo directo ********** del índice del Tribunal Colegiado (auto de admisión).


� Fojas 103 a 227 del cuaderno de la revisión fiscal 3/2016 (escrito del recurso).


� Foja 134 del cuaderno de revisión fiscal 191/2016 del índice del Tribunal Colegiado (auto de admisión).


� Fojas 200 a 207 del cuaderno de revisión fiscal 191/2016 del índice del Tribunal Colegiado (recurso de revisión adhesivo)


� Foja 209 del cuaderno de revisión fiscal 191/2016 del índice del Tribunal Colegiado (auto de admisión).


� Fojas 3 a 14 del cuaderno del juicio de amparo directo 40/2016 (copia de la resolución de la facultad de atracción). El asunto fue elaborado bajo la Ponencia del Ministro Pérez Dayán, y contó además con los votos de los Ministros Medina Mora I., Laynez Potisek y Franco González Salas, encontrándose ausente la Ministra Luna Ramos.


� Fojas 158 a 160 del cuaderno del juicio de amparo directo 40/2016 (auto de registro y turno).


� Fojas 196 y 197 del cuaderno del juicio de amparo directo 40/2016 (auto de avocamiento).


� Fojas 237 a 239 del cuaderno de la revisión fiscal 3/2016 (auto de registro y turno).


� Foja 208 del cuaderno del juicio de amparo directo 40/2016 (dictamen de impedimento). 


� Situación que se ordenó mediante auto de catorce de noviembre de dos mil dieciséis (foja 209 del cuaderno del juicio de amparo directo 40/2016).


� Foja 308 del cuaderno de la revisión fiscal 3/2016 (auto de avocamiento).


� Fojas 213 del cuaderno del juicio de amparo directo 40/2016 y 309 del cuaderno de la revisión fiscal 3/2016 (autos de returno).


� Foja 719 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� “Artículo 70 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. Las notificaciones surtirán sus efectos, el día hábil siguiente a aquél en que fueren hechas”. 


Así, se deben descontar los días diecinueve, veinte, veintiséis y veintisiete de marzo por haber sido sábados y domingos, y los días veintiuno a veinticinco de marzo de dos mil dieciséis, al haber sido inhábiles, de conformidad con el artículo 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y la Circular 4/2016 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal.


� Debiendo descontarse los días dos, tres, nueve, diez, dieciséis y diecisiete de abril de dos mil dieciséis, al haber sido sábados y domingos, de conformidad con el artículo 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


� Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes:


“Artículo 11. La Unidad de Asuntos Jurídicos estará adscrita al titular de la dependencia, acordará con éste el despacho de los asuntos de su competencia y tendrá el ejercicio de las siguientes atribuciones: (…)


IV. Representar legalmente a la Secretaría en los asuntos contenciosos en que sea parte; intervenir en toda clase de procedimientos judiciales y contenciosos administrativos, en el ámbito de competencia de la misma, ante cualquier autoridad jurisdiccional, y disponer lo conducente para que los servidores públicos y unidades administrativas de la Secretaría, cumplan con las resoluciones legales correspondientes; (…).


Artículo 12. La Dirección General Adjunta de Procesos Contenciosos tendrá las siguientes atribuciones: 


I. Atender y dar seguimiento a los procesos contenciosos en que la Secretaría sea parte; 


II. Auxiliar al Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos en el ejercicio de las facultades previstas en el artículo 11, fracciones IV, V, VI, VII, XII y XIX de este Reglamento; (…)”.


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, junio de 2011, página 326.


� Al respecto, véase J. Leguina Villa, “Origen y evolución de la institución de la responsabilidad patrimonial del Estado”, en La responsabilidad patrimonial del Estado, Instituto Nacional de Administración Pública, México, 2000, p. 2.


� Por reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el catorce de junio de dos mil dos.


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 722.


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 719.


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, diciembre de 2012, Tomo 1, página 789.


� Foja 122 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Foja 497 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Foja 1483 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Fojas 587 y 588 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� “Artículo 19 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. Admitida la demanda se correrá traslado de ella al demandado, emplazándolo para que la conteste dentro de los treinta días siguientes a aquél en que surta efectos el emplazamiento. El plazo para contestar la ampliación de la demanda será de diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita la ampliación. Si no se produce la contestación en tiempo y forma, o ésta no se refiere a todos los hechos, se tendrán como ciertos los que el actor impute de manera precisa al demandado, salvo que por las pruebas rendidas o por hechos notorios resulten desvirtuados”.


� Foja 495 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Foja 2316 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� “Artículo 36. A la Secretaría de Comunicaciones y Transportes corresponde el despacho de los siguientes asuntos: (…)


IV. Otorgar concesiones y permisos para establecer y operar servicios aéreos en el territorio nacional, fomentar, regular y vigilar su funcionamiento y operación, así como negociar convenios para la prestación de servicios aéreos internacionales; 


V. Regular y vigilar la administración de los aeropuertos nacionales, conceder permisos para la construcción de aeropuertos particulares y vigilar su operación; 


VI. Administrar la operación de los servicios de control de tránsito, así como de información y seguridad de la navegación aérea; (…)”.


� “Artículo 11. La Unidad de Asuntos Jurídicos estará adscrita al titular de la dependencia, acordará con éste el despacho de los asuntos de su competencia y tendrá el ejercicio de las siguientes atribuciones: (…)


IV. Representar legalmente a la Secretaría en los asuntos contenciosos en que sea parte; intervenir en toda clase de procedimientos judiciales y contenciosos administrativos, en el ámbito de competencia de la misma, ante cualquier autoridad jurisdiccional, y disponer lo conducente para que los servidores públicos y unidades administrativas de la Secretaría, cumplan con las resoluciones legales correspondientes; 


V. Representar al Titular del Ramo ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y Juntas Locales y Federales de Conciliación y Arbitraje y demás autoridades del trabajo en las controversias laborales, ejercitando las acciones, excepciones y defensas, conciliar, allanarse y transigir en los juicios en los que intervenga en representación de la Secretaría, interponiendo los recursos que procedan ante el citado Tribunal y Juntas mencionadas, absolver posiciones a nombre del Titular del Ramo, ejerciendo la representación en el curso del proceso respectivo; (…)”.


� Revisión de la capacitación y adiestramiento de la tripulación y control de tránsito aéreo; revisión de las jornadas laborales de los pilotos y de los controladores de tránsito aéreo; revisión de factores sistemáticos institucionales; entrevistas a testigos; entrevistas a controladores de tránsito aéreo; entrevistas de personal técnico aeronáutico; y análisis de grabadoras de voz.


� Interpretación de grabadoras de voz y datos; revisión de trayectorias de vuelo de acuerdo a las imágenes del radar; revisión de manuales; plan de vuelo; última carga de combustible; carga y balance; rendimientos; y bitácoras.


� Inspección de campo; análisis de las piezas encontradas de motores y planeador; verificación de bitácoras; revisión de los registros de mantenimiento; y análisis de los trabajos realizados en Standard Aero (por mantenimiento) de dos mil cuatrocientas horas. 


� Análisis de reportes meteorológicos; vientos y temperaturas en la altura y superficie; turbulencia atmosférica; e imágenes satelitales.


� Investigación médica, psicológica y forense de la tripulación (identificación física, dactiloscópica o por ADN y toxicología); evaluación psicofísicas del personal de Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano (SENEAM) que tuvo relación con el vuelo; entrevistas a familiares, amigos y compañeros de trabajo de la tripulación (autopsia psicológica) y personal de SENEAM en relación al accidente; y entrevistas a testigos presenciales del accidente.


� Verificación de las comunicaciones de TWR San Luis Potosí, centro de control Ciudad de México, terminal Ciudad de México, aproximación Ciudad de México y TWR Ciudad de México; sincronización de las videocintas con la grabación de cabina; análisis de las imágenes de radar proporcionadas por SENEAM; análisis de las grabaciones piloto-controlador y piloto-piloto tanto en audio como en escrito; y actuación de los controladores de tránsito aéreo y de los pilotos en un ambiente de control positivo.


� Foja 557 vuelta del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, marzo de 2007, página 258.


� Foja 558 vuelta del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� “Artículo 41. El Magistrado Instructor, hasta antes de que se cierre la instrucción, para un mejor conocimiento de los hechos controvertidos, podrá acordar la exhibición de cualquier documento que tenga relación con los mismos, ordenar la práctica de cualquier diligencia o proveer la preparación y desahogo de la prueba pericial cuando se planteen cuestiones de carácter técnico y no hubiere sido ofrecida por las partes. 


El magistrado ponente podrá proponer al Pleno o a la Sección, se reabra la instrucción para los efectos señalados anteriormente”.


� “Artículo 127. Los concesionarios o permisionarios de servicios públicos de transporte de pasajeros en vías generales de comunicación, o de la explotación de las mismas, están obligados a proteger a los viajeros y sus pertenencias de los riesgos que puedan sufrir con motivo de la prestación del servicio y a los usuarios de la vía por el uso de las mismas. La protección que al efecto se establezca, deberá ser suficiente para cubrir cualquier responsabilidad objetiva del concesionario o permisionario y amparará los daños y perjuicios causados al viajero en su persona o en su equipaje o demás objetos de su propiedad o posesión, que se registren desde que aborden hasta que desciendan del vehículo, o al usuario de la vía durante el trayecto de la misma.


La protección de referencia podrán efectuarla los concesionarios o permisionarios por medio de un contrato de seguro o mediante la constitución de un fondo de garantía sujeto al cumplimiento de los requisitos, modalidades y disposiciones que en cada caso dicte la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, quien vigilará que se cubran los riesgos relativos (…)”.


� Foja 575 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


� Al respecto, véase la tesis aislada CCLXXXVII/2013 de la Primera Sala, de rubro: “PRUEBA INDICIARIA O CIRCUNSTANCIAL EN MATERIA PENAL. PARA QUE GENERE CONVICCIÓN EN EL JUZGADOR DEBERÁN DESCARTARSE OTRAS HIPÓTESIS, A TRAVÉS DE CONTRAPRUEBAS Y CONTRAINDICIOS” (publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, octubre de 2013, Tomo 2, página 1055).


� “Artículo 3. Se exceptúan de la obligación de indemnizar, de acuerdo con esta Ley, además de los casos fortuitos y de fuerza mayor, los daños y perjuicios que no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado, así como aquellos que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento y en aquellos casos en los que el solicitante de la indemnización sea el único causante del daño.


Artículo 4. Los daños y perjuicios materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada, incluidos los personales y morales, habrán de ser reales, evaluables en dinero, directamente relacionados con una o varias personas, y desiguales a los que pudieran afectar al común de la población”.


� “Artículo 36 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. A la Secretaría de Comunicaciones y Transportes corresponde el despacho de los siguientes asuntos: (…)


IV. Otorgar concesiones y permisos para establecer y operar servicios aéreos en el territorio nacional, fomentar, regular y vigilar su funcionamiento y operación, así como negociar convenios para la prestación de servicios aéreos internacionales; (…)


VI. Administrar la operación de los servicios de control de tránsito, así como de información y seguridad de la navegación aérea”.


� “Artículo 18 del Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. Corresponde a la Dirección General de Aeronáutica Civil: (…)


II. Regular, coordinar, vigilar y controlar los servicios de transporte aéreo nacional e internacional, los servicios aeroportuarios y complementarios, así como sus instalaciones y equipos; (…)


VI. Tramitar las solicitudes de concesión, y otorgar los permisos y autorizaciones para la prestación de los servicios de transportes aéreo regular, no regular, internacional, nacional o del servicio aéreo privado nacional y, en su caso, del no comercial; (…)


XVII. Promover la formación, capacitación y adiestramiento del personal técnico aeronáutico, coordinar los programas y funcionamiento del Centro Internacional de Adiestramiento de Aviación Civil, así como otorgar permisos y verificar el funcionamiento de centros de formación, capacitación y adiestramiento del personal técnico aeronáutico; (…)


XXXI. Vigilar que el servicio de transporte aéreo se efectúe en los términos y condiciones señalados en la ley y en los reglamentos en la materia, en las normas oficiales mexicanas y en las concesiones y permisos correspondientes”.


� “Artículo segundo del decreto por el que se crea Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano. Corresponde al órgano desconcentrado Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano:


I. Proporcionar los servicios para la navegación aérea, del control de tránsito aéreo, meteorología aeronáutica, sistemas de ayuda a la navegación aérea, telecomunicaciones aeronáuticas, servicios de despacho y control de vuelos y otros que sean necesarios en la República Mexicana, con el fin de garantizar el transporte seguro y eficiente de personas y bienes en el espacio aéreo mexicano”.


� “Artículo 46. La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes disposiciones: (…)


III. El valor de las pruebas pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente apreciación de la Sala”.


� Tesis aislada de la otrora Tercera Sala de esta Suprema Corte, de rubro: “PRUEBA PERICIAL, VALORACION DE LA”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 181-186, Cuarta Parte, página 238.


En el mismo sentido, esta Segunda Sala ha sostenido que un juzgador analizó y valoró debidamente la prueba pericial, cuando su estudio expresa el fondo de lo que se trata de probar, se despenden los elementos de hecho de sus respuestas y la conclusión de tal exposición es lógica. Véase la tesis aislada de esta Segunda Sala, de rubro: “PRUEBA PERICIAL. CUANDO DEBE CALIFICARSE CORRECTO EL ANÁLISIS Y VALORACION DE LA”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 217-228, Tercera Parte, página 97.


� Fojas 2100 a 2135 del expediente ********** del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa


� “Artículo 4. Los daños y perjuicios materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada, incluidos los personales y morales, habrán de ser reales, evaluables en dinero, directamente relacionados con una o varias personas, y desiguales a los que pudieran afectar al común de la población”.


� “Artículo 12. Las indemnizaciones corresponderán a la reparación integral del daño y, en su caso, por el daño personal y moral”.


� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, página 1081. 


� “Artículo 50-A. Las sentencias que dicte el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa con motivo de las demandas que prevé la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, deberán contener como elementos mínimos los siguientes:


I. El relativo a la existencia de la relación de causalidad entre la actividad administrativa y la lesión producida y la valoración del daño o perjuicio causado”.


� “1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada”.


� Destacando los casos González y otras v. México; Tibi v. Ecuador; y Loayza Tamayo v. Perú.
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